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EFICACIA Y EFECTIVIDAD DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCIÓN DE CASOS PENALES EN LA CIUDAD DE QUITO, 2013 
 
En este trabajo se realizó un estudio analítico hacia la Eficacia y Efectividad de la Acción 
Extraordinaria de Protección de casos penales en la Ciudad de Quito durante el año 2013. 
En la misma se señala que en la realidad existe una gran brecha que separa de la norma 
legislativa ecuatoriana, ya que la garantía carece de eficacia y efectividad, por los casos penales 
que analizamos y se connotó que para esta llamada garantía que fue originada en la 
Constitución, la ciudadanía no tiene los suficientes conocimientos para que recurran a la misma; 
ya que muchas veces no son aplicables o improcedentes según datos de la Corte Constitucional 
del Ecuador.  
A la ciudadanía se le debería dar más énfasis acerca de las garantías que existen y que sirven 
para garantizar sus derechos, que detalla la Constitución; ya que cuando sea necesidad 
netamente  personal o algún pariente que se encuentre en algún proceso judicial, ellos puedan 
recurrir a ella.  
También se realizará un llamado hacia la parte  judicial, es decir Jueces, Conjueces, Juzgados y 
Cortes, para que se enmienden los errores generados por la administración de justicia, y que el 
debido proceso sea correcto, eficaz, y de esta manera la ciudadanía, en general no tengan que 
acudir hacia las garantías judiciales. Además que no habría tanta necesidad si existiera 






















Ecuador es un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico, esta nueva institución jurídico 
constitucional como es la Acción Extraordinaria de Protección establecida en el Art. 94 de la 
Norma Suprema, adoptada a partir del 20 de octubre del 2008, edifica una múltiple garantía de 
protección a favor de la víctima de violación de derechos constitucionales o del debido proceso, 
bien sea por la acción u omisión en sentencias o autos definitivos dictados por un órgano de la 
Función Judicial; cuando se refiera a un derecho constitucional violado por acción u omisión, su 
reclamo, debe plantearse ante una instancia diferente de la que expidió el fallo presuntamente 
infractor; esto es, la instancia distinta a la función Judicial, la Corte Constitucional. 
 
El artículo 94 de la Constitución, señala la procedencia de esta acción. La naturaleza 
extraordinaria de este recurso obliga a que su procedencia se dé exclusivamente cuando se 
hayan agotado los medios procesales de impugnación, lo cual convierte a la acción 
extraordinaria de protección en una medida excepcional a ser invocada exclusivamente ante el 
agotamiento de la vía jurisdiccional en todas sus fases; solo ahí la Corte Constitucional 
intervendrá y exclusivamente respecto a una decisión definitiva en donde se hayan violado 
derechos constitucionales o normas del debido proceso. 
 
La garantía de esta acción extraordinaria se hace extensiva no sólo a acciones  sino también a 
omisiones, entendiendo aquella como el dejar de hacer algo teniendo la obligación jurídica de 
hacerlo, lo cual aplicado a la institución en estudio armoniza la obligatoriedad de todo 
funcionario público y de los particulares a respetar la Constitución y las normas contenidas en 
ella, en donde se incorporan tanto las normas del debido proceso como los derechos que nos 
asisten a las personas.  
 
Si  se asume  la  condición  dialéctica  del  Estado,  podemos  comprender que  si  bien  en 
términos esquemáticos la dicotomía Estado de Derecho - Estado Autoritario es válida, para que 
la crítica tenga un verdadero  alcance  científico tiene que ser complementada con una reflexión 
desde la sociología  del derecho que nos alerta sobre las variaciones  que ha sufrido 
históricamente   el  Estado  de  Derecho,  desde  el siglo  XVIII.  Es  cierto  que  el  Estado  de 
Derecho  es aquel donde el ejercicio del poder es regido y limitado por el derecho  y por tanto 
donde sus autoridades están sometidas y obedecen al derecho vigente.  
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Particularmente se ha ido decantando la idea positivista de que el valor de las norma está en la 
norma  misma,  y que  por  lo tanto  para evitar ciertos abusos al derecho cometidos por algunos 
jueces y ciertos operadores jurídicos la única  alternativa es el cambio o la modificación más o 
menos profunda de las leyes o del propio texto constitucional.  (Mejia M. , 2010) 
 
En  las  siguientes páginas se intentará argumentar partiendo de la idea que el Estado 
constitucional de  los derechos ecuatoriano es un producto social y político, un nuevo y vigoroso 
orden jurídico, teórico y práctico  que debe ser preservado, y en el caso de existir ciertos abusos 
en el plano de la operatividad del modelo, esas arbitrariedades deben ser 
corregidas   a  partir  de  la  formulación   y  ejecución  de  una  correcta  y  coordinada  política 
pública de justicia, que preserve  la esencia  del Estado Constitucional, esto es los derechos, 
garantías  y obligaciones de las personas,  y a la vez se ocupe  de  combatir  las  indebidas 
interpretaciones o el abuso del derecho. 
 
Para  ello, tendremos que revisar las  discusiones constituyentes sobre derechos  y 
garantías  para definir claramente  cuál  fue el contexto  ideológico  y político que  explica  por 
qué  la parte  dogmática  de la Constitución  es como  es. También  se hará un examen  de las 
principales  cuestiones  relativas  a  las garantías  jurisdiccionales tanto en el plano 
constitucional como legal, particularmente referidas con   la  acción extraordinaria 
de  protección   y  el  recurso   de  casación, identificando   elementos   sobre  su  eficacia   y 
efectividad.  Para terminar   con una descripción de los principales retos que tiene el sistema de 
garantías  y algunas  propuestas  que permiten  solventar  estos  problemas.  
 
Se analizará también la procedencia de esta importante acción; es decir, será procedente cuando 
haya intervenido un órgano judicial; cuando dicha intervención haya tenido lugar en el juicio; 
cuando en el juicio se haya resuelto una cuestión justiciable mediante sentencia o auto 
definitivo; cuando el fallo cause agravio; cuando en el fallo se hayan violado, por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución o Tratados Internacionales vigentes en el país, 
referentes a derechos humanos o a las reglas del debido proceso; cuando esta acción se haya 
propuesto una vez que se han agotado los recursos ordinarios y extraordinarios que se puedan 
proponer dentro del término legal, a no ser que la falta de interposición de estos recursos no 
puede ser atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional violado; cuando estos 
requisitos subsistan al momento en que la Corte Constitucional resuelva; y, cuando el fallo o 
auto impugnado, sea una sentencia o auto definitivo de iguales características, vale decir 
definitivo; esto es, que la violación por acción u omisión de derechos reconocidos en la 
Constitución, en la sentencia o auto definitivo, sea consecuencia directa de dicha sentencia o 
auto expedido por un órgano de la función judicial. 
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Se tratará sobre temas que han sido discutidos y han generado controversia como ante el cual 
debe presentarse la acción, porque debería existir la eficacia y efectividad en esta normativa 
incursionado en materia penal. 
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Eficacia y efectividad de la Acción Extraordinaria de Protección de casos penales en la Ciudad 
de Quito, 2013. 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
(Pazmiño2010) La acción extraordinaria de protección  se incorpora  en el artículo 94 de la 
Constitución de la República  del Ecuador  como una nueva  garantía en el 2008.   
 
Este tipo de garantía  está orientada  a la protección de  los  derechos cuando  y resulten de la 
vulneración por  parte de  los  jueces y tribunales cuando ejercen su actividad jurisdiccional, 
cuando se hubieren agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios, porque ya no es 
posible su reparación dentro de la misma línea jurisdiccional a la que se acusa  de tal violación; 
de aquí nace  su carácter excepcional  que caracteriza a esta acción. El mencionado artículo de 
la Constitución, no solo define y califica a la acción extraordinaria de protección, sino que 
determina que puede proceder contra sentencias o auto definitivos, es decir que hayan pasado 
por autoridad de cosa juzgada, siempre que en ellos se  hubiere violado  sea por acción u 
omisión  cualquier derecho reconocido por la Constitución; además, señala la competencia  para 
conocer esta acción extraordinaria. 
 
En cuanto  a los resultados de la Acción extraordinaria de protección en estos  casi seis años de 
vigencia   en  el ordenamiento jurídico  ecuatoriano, podemos citar  varios  problemas que  le 
restan   efectividad,  y  que   en  algunos  casos   ha  llegado   a  desnaturalizar  la  figura.   A 
continuación se hará  un análisis  de los principales y más álgidos  inconvenientes que la AEP 
ha atravesado en este nuevo  Estado  Constitucional. 
 
Ahora bien, aun cuando los datos porcentuales  advertidos en este estudio para la Acción 
Extraordinaria   de   Protección,    no   denotan   un   abuso,   esto   no   significa    que   los 
constituyentes de  Montecristi  no  hubieran  cometido  errores  o que  la  redacción  de  los 
artículos     constitucionales   sea    tan    clara    que    evite    errores    de    interpretación. 
Particularmente y es algo que han sostenido desde el tiempo del Tribunal Constitucional,  el 
sistema  de garantías  jurisdiccionales debía  estar  soportado  en  una  transformación del 
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sistema   difuso  de  justicia   constitucional   por  un  sistema   concentrado   en  donde   se 
garantice  la especialización y el conocimiento  necesario  para administrar  justicia en esta 
compleja  materia. 
 
Esto por supuesto no significa que no sea sano y necesario  plantear un debate sobre los 
límites,  siempre  proporcionales,  del sistema de garantías  y sus defectos,  a efectos  de 
poder,  previa  la  discusión  abierta  plantear  alternativas  de  solución  a  los    problemas 
prácticos  que se generan  al aplicar la Constitución  y la LOGJCC,  rescatando  para ello el 
papel fundamental  de la jurisprudencia  que dicte la Corte Constitucional, pues  la mejor 
manera  de regular el ámbito,  naturaleza, presupuestos  y alcances  de una garantía, es a 
través  de la fuente sociológica  o dinamizadora del derecho,  a saber,  los precedentes  y 
especialmente  la jurisprudencia vinculante. 
 
La solución a los  problemas  que pueden atravesar  las garantías  no está por tanto en la 
modificación   de  la  Constitución   o  la  Ley,  sino  en  el  cambio  de  la  cultura  jurídica 
ecuatoriana,  que como todo cambio cultural es lento y difícil, destacando que los avances 
llevados   a  cabo  por  la  Corte  Constitucional   a  través  de  su  Centro  de  Estudios  son 
prometedores  y constantes  en la construcción  y consolidación del derecho  constitucional 
ecuatoriano. 
 
Es entonces urgente desarrollar  la jurisprudencia constitucional que corrija e interprete la 
normativa legal en dirección al horizonte trazado por la Constitución. 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
En este estudio se trata de la problemática que existe en  la Ciudad de Quito, pues aquí existe la 
confusión de que si es otra instancia más, u acción no todos la reconocen como garantía; ya que 
la falta de esclarecimiento tanto para la población quiteña como para los jurisconsultos, 
funcionarios judiciales existe de manera evidente. 
 
También ya se dijo que la responsabilidad de la Corte Constitucional es muy alta ya que 
discrepa con los de la justicia ordinaria (jueces) y en varios casos existirán errores, rechazos, 
devoluciones, de casos ya que por desconocimiento envían faltando los requisitos que solicita 




Existen muchas personas que sus derechos han sido vulnerados, y eso es verídicamente 
expuesto por varias personas y que se han podido demostrar por lo que si sería efectiva esta 
garantía se evitaría este problema no a un cien por ciento pero si evitaría algunos casos ya que 
como la Constitución lo anuncia esta normativa fue impuesta para brindar garantía a los 
ciudadanos. 
 
En si la normativa expuesta en la Constitución del 2008, tuvo inconvenientes como ya se dijo 
pero el enfoque a garantizar los derechos vulnerados es su objetivo a pesar de todo. 
 
Por lo que en la Corte Constitucional existió dificultades tales como en adquirir este nuevo 
proceso de revisar las decisiones judiciales, es decir,  las sentencias o resoluciones ejecutoriadas 
impugnadas y que fueron emitidas por la justicia ordinaria lo que sí existe un gran trecho entre 
ambos. 
 
Pero también hay conflicto entre la Corte Constitucional y abogados ya que este organismo los 
sanciona por su mala aplicabilidad, lo que hace que exista un aire de antipatía entre ellos. Ya 
que es ocasionado por el desconocimiento de esta institución. 
 
Es tarea de la Corte Constitucional fortalecer la aplicación de esta acción desde la realización 
del examen de admisibilidad que permita identificar con absoluta claridad cuando procede y 
cuando no procede la acción. 
 
También no debe existir abuso es decir, no se debe pretender que la Corte Constitucional actúe 
como una nueva instancia en la resolución del problema jurídico. 
 
 
1.1.2 Delimitación del problema  
En lo concerniente a dar una solución y debatir a la eficacia y efectividad, se considera la 
normativa, el impacto que ha tenido la misma en asuntos penales y el cómo se ha dado como ha 
procedido en que parte ha fallado. Pero obviamente, que para cumplir con este se necesita 
conocer muy bien los diferentes casos y procesos que se ha dado para canalizar las fallas 
verificando el contexto socio-cultural es decir conocer a quienes llega esta normativa. 
 
Se determinara y se fijará el límite donde se desarrolla esta acción, es decir, son los casos que 
han solicitado la acción extraordinaria de protección en materia penal en la Corte 
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Constitucional, una vez que  impugnaron las sentencias, autos y resoluciones ejecutoriados de 
sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia. 
 
Se desarrollará para la normativa legal art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador; 
Se tomará en cuenta la localización  de los fenómenos en la superficie terrestre, es decir, el 
estudio del lugar, las relaciones y la organización que como mencionamos es una ley que aplica 
a Ecuador, pero se estudiará especialmente a los presentados en materia penal ocurridos en la 
Ciudad de Quito. 
 
Como es de conocimiento la Acción Extraordinaria de Protección nace en la Constitución del 
2008, es decir, a partir de la publicación oficial; y ya ha tenido un desarrollo de casi seis años, 
pero nuestro estudio se enfocara hacia el año pasado, de enero a diciembre del año dos mil trece. 
 
 
1.1.3 Formulación del problema  
¿Realizando un estudio analítico podremos determinar el por qué no tiene una correcta eficacia 
y efectividad  la Acción Extraordinaria de Protección de casos penales de la Ciudad de Quito en 
el año 2013? 
 
 
1.1.4 Evaluación del problema  
 
En el análisis realizado se puede ver el problema que es la carencia de eficacia y efectividad en  
la Acción Extraordinaria de Protección en materia penal de la Ciudad de Quito. 
 
Por lo que se puede observar que el procedimiento jurídico de la Acción Extraordinaria de 
Protección no es la adecuada ya que existe lentitud en el mismo, y hace que  no lleguen a 
culminar  satisfactoriamente con esta garantía, es decir carece de eficacia y efectividad. 
 
El fundamento jurídico no es el efectivizado para hacer de esta ley una garantía tal como lo es. 
 
El desconocimiento que tienen las personas acerca de esta ley jurídica garantista hace que exista 
confusión y lleva a que se presente mal este proceso o no se dé en el mayor de los casos. 
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Por lo que queremos conseguir que de una mayor ventaja a la sociedad y que incluya de una 
manera correcta a este proceso garantista. 
 
Ya que si no se resuelve este problema seguirá la sociedad con bastantes confusiones acerca de 
la normativa legal AEP y su proceso, por lo que tiende así  a que no todas las personas acudan a 
esta acción y tengan la oportunidad de utilizar esta garantía que como ciudadanos tienen y más 
aún cuando  la necesiten  en algún caso de sentencia, resolución ejecutoriada cuando no estén de 
acuerdo con la misma y para que no vulneren sus derechos. 
 
Además que si no se podría dar alguna solución a esta normativa le seguiría faltando eficacia y 
efectividad,  es decir, no tendría la posibilidad de que esta normativa  llegue a cumplir su 
objetivo en los casos que se han presentado y que piden la acción. 
 
Y no podremos verificar bien las falencias que tiene la AEP, ya que no existirá un estudio 
analítico que determine las mismas, para que exista una toma de decisiones y  mejora sobre el 




1.2.1 Objetivo general 
Propender a que la Acción Extraordinaria de Protección  sea eficaz y efectiva. 
 
 
1.2.2 Objetivos específicos 
1. Analizar el concepto del Art. 94 de la Constitución de la República. 
2.  Identificar los factores que inciden negativamente a esta ley. 
3. Determinar una mejora enfocada a los tribunales, juzgados y las Cortes.     
 
1.3 Justificación 
Con el estudio analítico se pretende que la Acción  Extraordinaria de Protección contribuya a 
una mayor protección  de derechos constitucionales  como lo atestigua su aplicación en el 
derecho comparado  y  lo justifica la propia lógica  de un Estado Constitucional, de manera que  
insistiremos en el adecuado funcionamiento de esta garantía implementado a esta norma  
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efectividad y eficacia, además evitaremos confusión, esclareciendo esta ley dentro del sistema 
jurídico. 
 
Hemos tenido gran controversia por su proceso, aplicabilidad, y sobre todo resultados y a 
quienes les ha garantizado de una manera eficiente ya que las personas que han presentado este 
recurso insisten que no es una normativa del todo garantista ya que anuncian que dependiendo 
el caso el Estado siempre ve su beneficio en si no la garantía que se anuncia en la Constitución. 
 
Garantizando a la eficacia y efectividad ya que es uno de los caminos que conducirán al 
desarrollo correcto y a obtener los resultados adecuados, tomando en cuenta que la sociedad 
ecuatoriana va a ser beneficiada puesto que el presente proyecto conlleva a que no sufran 
perjuicio  a quienes se les hubiere vulnerado sus derechos  en la administración de justicia. 
 
Sin embargo vamos a realizar este estudio para verificar y analizar de qué manera ha impactado 
y lo que ha causado esta Ley (Acción  Extraordinaria de Protección). 
 
Y observar si existen beneficiarios, si han logrado efectuar de una manera pertinente esta 
garantía. 
 
Sin antes olvidar la importancia y la pertinencia de la acción extraordinaria de protección 
respecto de resoluciones adoptadas en acciones de garantías jurisdiccionales de derechos, es sin 
duda un tema apasionante. En él confluyen los análisis de las diversas categorías de los 
pronunciamientos judiciales, la intervención de los miembros de la función judicial como jueces 
constitucionales, el derecho a la tutela efectiva, la aplicación del principio de celeridad, los 
derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial contenidos en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Estos temas y otros son menester analizar detenidamente 





 CAPÍTULO II.  MARCO TEÓRICO 
2.1 Fundamentación teórica 
 La Acción Extraordinaria de Protección una Garantía Constitucional,  la Carta Magna  
reformada en el  2008; se afirma y contempla cambios acerca de un gran respeto a los derechos 
humanos contemplados en la norma suprema como constitucionales, ya que si hubiera una 
manifestación de poder que no encuadre a los derechos constitucionales se los podrá impugnar. 
En si se la puede denominar ¨garantista¨. 
 
Se acata en el Art. 94 de la Constitución Política del Ecuador, en concordancia con el Art. 437,  
su objetivo es velar por los derechos de las personas cuando estos se encuentran amenazados y 
se pueda  reparar integralmente los daños y perjuicios ocasionado. (CRE, 2008) 
 
Existió gran controversia debido a que se dirime hacia  las decisiones judiciales (sentencias, 
autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia) deben ser examinados por la justicia 
constitucional, cuando los jueces comunes (justicia ordinaria) deben ser los garantes del respeto 
a la Constitución. 
 
Los jueces ordinarios dentro de los procesos judiciales que tramitan deben velar por el 
cumplimiento irrestricto de las garantías constitucionales, pues conocen que sus sentencias 
pueden ser analizadas por la Corte Constitucional en caso  que se presente una Acción 
Extraordinaria de Protección, en contra de las mismas.  
 
La cosa juzgada es materia de derecho procesal y no puede estar por encima de los derechos 
fundamentales. 
 
En lo que se refiere al ámbito penal podemos connotar que existen reformas penales y que lo 
habrá muy pronto con el nuevo COIP;  
 
Y con relación a la AEP, que es garantista como ya la denominamos con lo que aludimos al 
debido proceso y libertad personal, nos podemos dar cuenta que es el más acercado a la 
igualdad y dignidad de los ciudadanos, por lo que se condena a hechos no personas. 
Con lo que existe una gran importancia ya que tienen gran vinculación los  derechos humanos 
con el derecho penal y que sobre todo el Estado Ecuatoriano debe tener gran poder sobre este. 
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2.1.1 Antecedentes de Estudio 
En la anterior Constitución Política de la República del Ecuador de 1998 y que estuvo vigente 
desde el 11 de agosto de 1998 hasta el 20 de octubre del 2008, se contemplaba en los artículos 
93, 94 y 95 las acciones mediante las cuales se podían garantizar los derechos constitucionales 
de las personas y así tenemos, respectivamente, la de habeas corpus, la de habeas data y la de 
amparo constitucional.  
 
Se derogó expresamente la Constitución de 1998 y en la  “Constitución vigente”, se incluyó 
dentro del Título tercero (Garantías Constitucionales), el capítulo tercero denominado Garantías 
jurisdiccionales. 
 
Las garantías jurisdiccionales como las define la Constitución Vigente son la acción de 
protección (art. 88), la acción de habeas corpus (arts. 89 y 90), la acción de acceso a la 
información pública (art. 91), la acción de habeas data (art. 92), la acción por incumplimiento 
(art. 93) y la acción extraordinaria de protección (art. 94). 
 
En este estudio nos centraremos exclusivamente a la acción extraordinaria de protección, 
advirtiendo que las demás acciones mencionadas, igualmente merecen una atención jurídica 
inmediata, de tal forma que a manera de ejemplo podemos mencionar que en la acción de 
protección es de importante estudio y comprensión la interposición de dicha acción cuando la 
violación proceda de una persona particular; que en la acción de habeas corpus, serán las juezas 
o jueces quienes la resolverán; que en la acción de acceso a la información pública, la 
declaración de carácter reservado requiere de una ley que establezca su pertinencia; que en la 
acción de habeas data, se faculta al titular de los datos a solicitar el acceso sin costo al archivo, 
así como la actualización de los datos, su rectificación, eliminación o anulación; y, que en la 
acción por incumplimiento, la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue debe contener 
una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. 
 
 
Como antecedente y para efectos de tener una visión del porqué la inclusión de la acción 
extraordinaria de protección en la Constitución vigente, cito al Dr. César Rodríguez ex 
asambleísta de la Asamblea Constituyente que expidió la Constitución vigente y quien es, 
además, actual Primer Vicepresidente de la Comisión Legislativa y de Fiscalización que cumple 




Por otro lado, es necesario destacar que el establecimiento de esta acción implica por sí mismo 
un poderoso mensaje de atención para todos los operadores de justicia: las normas, por su 
jerarquía se aplican en el orden establecido por el Art. 425 de la Constitución 2008. Es la 
Constitución la que debe ser observada en primer lugar, sus preceptos, sus garantías, y luego, las 
normas de las leyes secundarias, cuestión que si bien se señalaba también en la Constitución de 
1998 jamás se hizo efectiva en la práctica. Hoy estamos en un foro de abogados, ustedes más 
que nadie saben que los jueces jamás observaron el orden jerárquico de las normas y que en 
muy pocas y honrosas excepciones aplicaron a la Constitución por sobre normas inferiores. Para 
citar un caso, en materia procesal penal, los jueces de instancia y los miembros de los tribunales 
penales no excluyen de juicio o de los elementos de convicción aportaciones obtenidas con 
violación a la Constitución. Esto no puede seguir ocurriendo y en eso no podemos intentar tapar 
el sol con un dedo. 
 
Además es necesario señalar que la violación de las normas constitucionales y de sus garantías, 
al día de hoy, se encuentran también sometidas a control a través de organismos de justicia 
supranacionales como, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ya ha 
condenado varias veces al Ecuador por la violación de los derechos humanos y de las garantías 
constitucionales que sus jueces y magistrados no observan, causando con ello la obligación del 
Estado de pagar millonarias indemnizaciones a los perjudicados. Hoy, en un Estado 
Constitucional de Derechos, esa será una de las tareas fundamentales de la Corte Constitucional: 
evitar que el Ecuador siga siendo humillado en cortes internacionales como uno de los ejemplos 
de lo que no hay que hacer, de lo indebido. Este recurso permitirá emerger un sistema de justicia 
caracterizado por el respeto y la obediencia a la Constitución Política del Estado, lo cual, visto 
desde la perspectiva política y jurídica no solo es mantener la institución procesal de la cosa 
juzgada, sino dar un salto cualitativo a un Estado nacional que respeta a los ciudadanos, a las 
leyes y a los derechos. 
 
Dos cuestiones resalto de la cita anotada anteriormente, en primer lugar el hecho de que se 
concluya que en el país no se aplicaba la Constitución de 1998 como norma jerárquicamente 
superior, sino que más bien era violada por los jueces salvo “honrosas excepciones” y en 
segundo lugar la conclusión de que el Ecuador ha venido siendo “humillado” por Cortes 
Supranacionales, debido a que al violarse las garantías constitucionales y no juzgarse como es 
debido, se ha provocado que se sancione al Estado con indemnizaciones millonarias.  
 
Por otro lado, las críticas más comunes a la acción extraordinaria de protección han sido 
aquellas que señalan como un error crear en un país con demasiados problemas de celeridad en 
los juicios, una acción que puede conllevar a una “instancia” adicional; además, se ha expresado 
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que la Función Judicial pierde su independencia, pues un órgano distinto está facultado a revisar 
las sentencias que se emitan, provocando incluso un descalabro del principio de la cosa juzgada. 
 
 
2.1.1.1 Antecedentes  Investigativos 
Según un estudio  acerca de la las normas constitucionales aplicables a la acción extraordinaria 
de protección respecto al objeto y procedencia de esta garantía jurisdiccional concluye 
(Guerrero, 2010): 
 
1) Es una garantía jurisdiccional que tiende a convertirse en un medio judicial más idóneo, a 
través del cual, las personas tienen una alternativa principal y directa, siempre que se cumplan 
con los requisitos contemplados en la propia Carta Magna y el la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
Constituyen una tutela efectiva para que los derechos amparados por nuestra Carta Magna, no 
sean meros postulados. 
 
2) Es una garantía jurisdiccional consagrada en la Constitución de la República, que permite la 
defensa de los derechos constitucionales en circunstancias en que un auto, resolución o 
sentencia definitiva dictada por un juez de la Función Judicial, por acción u omisión haya 
violado los derechos; existiendo acciones efectivas para el ejercicio de los mismos. 
 
3) Es un mecanismo que se plantea solamente contra dichas piezas procesales cabe esta acción y 
no contra las pronunciadas por otros órganos que están fuera de ellas; lo que tiene coherencia 
con el 
artículo 191 de la referida Ley Orgánica que dispone, que entre las funciones del Pleno de la 
Corte Constitucional, en su letra d) consta resolver sobre las acciones extraordinarias de 
protección de derechos en contra de decisiones de la justicia ordinaria e indígena. 
 
4) Tiene como propósito la anulación de una decisión judicial, debiendo fijarse límites o 
parámetros para su pertinencia; es por esto, que la Corte Constitucional debe revisar para su 
admisión si se cumple con dos requisitos: 1) que se trate de sentencias y autos firmes y 
Ejecutoriados; y 2) que el accionante demuestre que en el juzgamiento, sea por acción u 




5) El objeto de la acción ordinaria de protección (antes amparo constitucional) es la acción u 
omisión de autoridad pública o de un particular según la ley, mientras que en la acción 
extraordinaria de protección son las decisiones judiciales, pues, la Constitución del 2008 
implementó una acción para las actuaciones judiciales, debido a que la acción ordinaria de 
protección las excluye; igual situación ocurría con el otrora amparo constitucional.  
 
6) En definitiva, la Constitución entrega a los ciudadanos dos tipos de acciones para la tutela de 
derechos, que no sean la libertad y la información: 
a) la acción de protección para tutelar derechos vulnerados por actos u omisiones de autoridades 
públicas no judiciales, por políticas públicas o por particulares cuando provoquen daño grave, si 
presta servicios públicos impropios, si actúa por  concesión o delegación o si el afectado se 
encuentra en estado se subordinación, indefensión o discriminación; y,  
b) la acción extraordinaria de protección para tutelar derechos vulnerados por decisiones de los 
jueces en los procedimientos en los que administran justicia. Cada una de estas acciones, 
consecuentemente, tienen objetivos específicos, jueces respectivos competentes y trámites  
especiales. 
 
Un trabajo acerca de la acción extraordinaria de protección de (Valdez, 2011)  afirma que: 
 
Se deben aplicar las garantías de derechos como medio para aumentar la exigibilidad de 
los mismos, estos es una realidad; sin embargo, esto dependerá tanto de una adecuada 
regulación legal como de la actuación profesional e independiente por parte de los 
jueces que integran la Corte Constitucional. 
 
Las consecuencias jurídicas de esta garantía están en manos de la Corte Constitucional; y es por 
esto que es imperativo desarrollar  jurisprudencia constitucional por medio de la cual se pueda 
interpretar la norma legal, para que así se pueda verificar efectivamente la naturaleza de esta 
garantía en base a normas constitucionales. 
 
Otro aspecto importante es que la acción no pone en peligro al principio de cosa juzgada por 
ende tampoco a la seguridad jurídica del país , entendiendo que de manera extraordinaria y 
subsidiaria, se está ampliando el espectro jurídico para proteger un fin superior, que es el de 
reparar integralmente un derecho fundamental que ha sido transgredido por una sentencia o un 
auto definitivo y evita así que los principios y derechos consagrados en la Constitución sean una 
mera proclamación de buenas intenciones. 
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No es una cuarta instancia, y se ha comprobado durante la investigación que esta acción esta 
siendo interpuesta por abogados irresponsablemente para dilatar los procesos y también por 
desconocimiento de la norma, desnaturalizando así esta figura. 
 
Cuando se expidió la Constitución vigente y como antecedente y para efectos de tener una 
visión del porqué la inclusión de la acción extraordinaria de protección en la Constitución 
vigente (Rodriguez, 2008) anunció que: 
 
Es necesario destacar que el establecimiento de esta acción implica por sí mismo un 
poderoso mensaje de atención para todos los operadores de justicia: las normas, por su 
jerarquía se aplican en el orden establecido por el Art. 425 de la Constitución 2008. Es 
la Constitución la que debe ser observada en primer lugar, sus preceptos, sus garantías, 
y luego, las normas de las leyes secundarias, cuestión que si bien se señalaba también en 
la Constitución de 1998 jamás se hizo efectiva en la práctica. Hoy estamos en un foro de 
abogados, ustedes más que nadie saben que los jueces jamás observaron el orden 
jerárquico de las normas y que en muy pocas y honrosas excepciones aplicaron a la 
Constitución por sobre normas inferiores. Para citar un caso, en materia procesal penal, 
los jueces de instancia y los miembros de los tribunales penales no excluyen de juicio o 
de los elementos de convicción aportaciones obtenidas con violación a la Constitución. 
Esto no puede seguir ocurriendo y en eso no podemos intentar tapar el sol con un dedo. 
 
Además es necesario señalar que la violación de las normas constitucionales y de sus garantías, 
al día de hoy, se encuentran también sometidas a control a través de organismos de justicia 
supranacionales como, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ya ha 
condenado varias veces al Ecuador por la violación de los derechos humanos y de las garantías 
constitucionales que sus jueces y magistrados no observan, causando con ello la obligación del 
Estado de pagar millonarias indemnizaciones a los perjudicados. Hoy, en un Estado 
Constitucional de Derechos, esa será una de las tareas fundamentales de la Corte Constitucional: 
evitar que el Ecuador siga siendo humillado en cortes internacionales como uno de los ejemplos 
de lo que no hay que hacer, de lo indebido. Este recurso permitirá emerger un sistema de justicia 
caracterizado por el respeto y la obediencia a la Constitución Política del Estado, lo cual, visto 
desde la perspectiva política y jurídica no solo es mantener la institución procesal de la cosa 
juzgada, sino dar un salto cualitativo a un Estado nacional que respeta a los ciudadanos, a las 
leyes y a los derechos. 
 
Dos cuestiones resalto de la cita anotada anteriormente, en primer lugar el hecho de que se 
concluya que en el país no se aplicaba la Constitución de 1998 como norma jerárquicamente 
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superior, sino que más bien era violada por los jueces salvo “honrosas excepciones” y en 
segundo lugar la conclusión de que el Ecuador ha venido siendo “humillado” por Cortes 
Supranacionales, debido a que al violarse las garantías constitucionales y no juzgarse como es 
debido, se ha provocado que se sancione al Estado con indemnizaciones millonarias. 
  
 
Por otro lado, las críticas más comunes a la acción extraordinaria de protección han sido 
aquellas que señalan como un error crear en un país con demasiados problemas de celeridad en 
los juicios, una acción que puede conllevar a una “instancia” adicional; además, se ha expresado 
que la Función Judicial pierde su independencia, pues un órgano distinto está facultado a revisar 
las sentencias que se emitan, provocando incluso un descalabro del principio de la cosa juzgada. 
 
 Un trabajo de análisis (Mejia, 2010) concluye que: 
 
La acción extraordinaria de protección solo puede alegarse contra sentencias o autos 
expedidos por órganos de la Función Judicial que pongan fin al proceso y vulneren 
derechos constitucionales, esencialmente el debido proceso. En el caso que existiera una 
resolución que supuestamente vulnere los derechos constitucionales, la acción de 
protección no es la vía idónea, esta debería ser una acción impugnable mediante una 
acción de protección. 
 
Cuando la Corte Constitucional  conoce de una acción extraordinaria de protección, examina si 
existían o no otros mecanismos de defensa judicial aplicables al caso; evalúa los hechos en los 
que se basa la demanda y el alcance de derechos o garantías constitucionales violados, y si 
resultan debidamente incluidos todos los aspectos relevantes para la protección, inmediata, 
eficaz, y completa del derecho o garantía constitucional violada, de no ser así, cualquier otro 
aspecto del derecho constitucional del actor no puede ser dictaminado, por la Corte 
Constitucional, a través de los procedimientos previstos, para la protección, puesto que 




2.1.1.2 Antecedentes Históricos 
Detallaremos las características, forma y procedencia de la acción extraordinaria de protección 
también en cuanta referencia hacia la materia penal: 
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La acción extraordinaria de protección es uno de los instrumentos constitucionales para el 
control Constitucional y, para alcanzar la última revisión sobre las decisiones judiciales ante el 
Tribunal Constitucional, que comprenden las sentencias, autos definitivos y resoluciones con 
fuerza de sentencia. Busca cumplir con uno de los deberes que caracteriza al Estado 
constitucional de  derechos y justicia social, que es “garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los  derechos establecidos en la Constitución (2008)”, como también cumplir 
con los principios constitucionales, tal como lo determina el Art.11 de la Constitución de la 
República del Ecuador en  
su numeral 8: El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 
normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las 
condiciones necesarias p ara su pleno reconocimiento y ejercicio.  (2008) 
 
La acción extraordinaria de protección a más de estar regulado por el Art. 94 de la Constitución 
de la República del Ecuador, también lo está en el Art. 437 de la Constitución de la República 
del Ecuador dentro del Capítulo II De la Corte Constitucional y del Título IX de la Supremacía 
de la Constitucional; y, se complementa con el Art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
Art. 437 Constitución de la República del Ecuador.- Los ciudadanos en forma 
individual o colectiva podrán presentar una acción extraordinaria de protección contra 
sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Para la admisión de 
este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos: (LOGJCC, 
2009). 
 
1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriadas.  
 
Art. 3.-  Son deberes primordiales del Estado: 
 
 
Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, al salud, 
la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes.  
Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, 
el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución (2008). 
 
Art. 58 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.- 
La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección de los 
derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, 
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resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución. (LOGJCC, 2009). 
 
Para fines de este trabajo, según la interpretación al tenor literal de las normas constitucionales 
(Art. 94 C. y Art. 437 C.) y de las normas de la Ley 
 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional las características de la acción 
extraordinaria de protección son: 
 
1. Tiene un proceso jurisdiccional de carácter constitucional que se sigue ante la Corte 
Constitucional y está regulado en las disposiciones de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional: demanda, admisión, sorteo del juez ponente 
y sentencia.  
 
2. Es extraordinario, porque como bien lo dice la propia palabra, no es un recurso 
ordinario o común, ya que se la interpone una vez agotados los recursos ordinarios y 
también los extraordinarios, por cuestiones de inconstitucionalidad en las decisiones 
judiciales; es decir, se interpone sólo si existe violación a algún derecho reconocido en 
la Constitución o al debido proceso, o de manera excepcional cuando se hayan activado 
cualquiera de estas situaciones, caso contrario se rechazará la acción.  
Además no se propone con el fin de revisar el fondo de la decisión inferior, sino 
únicamente las violaciones incurrida s. De esta manera, como bien lo dice (Bidart 
Campos, pág. 174)  es también parcial porque recae sólo por inconstitucionalidades. 
 
3. Compatible con la anterior característica, la acción extraordinaria de protección,  sólo  
es  procedente  contra  cuestiones  que  impliquen  la violación por acción u omisión de 
derechos constitucionales; es decir, por cuestiones de Derecho decididas en sentencias 
definitivas, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, quedando 
marginadas del control el fondo de la cuestión litigiosa sometida al tribunal anterior, 
como son las cuestiones de hechos y pruebas y, aun el derecho común, según lo 
establece el Art. 14 párrafo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional: “La audiencia terminará sólo cuando la jueza o juez se forme 
criterio sobre la violación de los derechos y dictará sentencia en forma verbal en la 
misma audiencia, expresando exclusivamente su decisión sobre el caso ”; excepto la 
prueba que demuestre la existencia de un acto u omisión que tenga como resultado la 
violación de derechos constitucionales, como lo requiere el Art. 10 num. 8 de la Ley 




La demanda, al menos contendrá: 
 
Los elementos probatorios que demuestren la existencia de un acto u omisión que tenga 
como resultado la violación de derechos constitucionales, excepto los casos en los que, 
de conformidad con la Constitución y esta ley, se invierte la carga de la prueba  
(LOGJCC, 2009). 
 
4. Abriría una nueva etapa en el proceso. Puede ser la segunda, tercera, cuarta, 
dependiendo de cuál sea la última sentencia previamente pronunciada a su interposición. 
Conforme el Art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador (CRE, 2008),  se 
requiere del agotamiento de todos los recursos ordinarios y extraordinarios, por tanto se 
convertiría en una cuarta instancia; es decir, en una nueva instancia, ya que debería 
transcurrir antes del recurso de apelación en la Corte Provincial, y el recurso 
extraordinario llamado “casación” en los casos correspondientes. Al planteársela 
directamente ante la Corte Constitucional, se da la apertura a una nueva etapa dentro del 
mismo proceso ante dicha Corte. 
 
5. Busca tutelar la supremacía de la Constitución de la República del Ecuador; es decir, 
que a más de tutelar los derechos  constitucionales de los ciudadanos en las decisiones 
judiciales, también es una acción protectora de la Constitución. De esta manera se 
convierte en un remedio constitucional; y, conforma precedentes jurisprudenciales.  
 
6. Es la última instancia de control constitucional de derechos humanos en las decisiones 
judiciales –sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia- debido 
a que la Corte Constitucional es el intérprete final y la máxima instancia de 
interpretación de la Constitución, porque revisa y define en última instancia el sentido 
de las normas constitucionales emitiendo jurisprudencia vinculante conforme al Art. 
436 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; y como dice  (Bidart 
Campos) 
 
Art. 436 Constitución de la República del Ecuador.- La Corte Constitucional ejercerá, 
además de las que le confiere la ley, las siguientes atribuciones: 
 
 Ser la máxima instancia de interpretación de la Constitución, de los tratados 
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internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado ecuatoriano, a través de 
sus dictámenes y sentencias. Sus decisiones tendrán carácter vinculante. (CRE, 2008) 
 
 De acuerdo a BACRE, ampara un interés individual, que es el de la persona afectada o 
víctima directa o indirecta de la violación de derechos, pero predomina y busca 
amparar un interés superior de constitucionalidad que es el de toda la comunidad, y 
sobre todo los fines del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social. (Bacre, 
1999, pág. 436) 
 
 
2.1.1.2.1 Objeto de la acción extraordinaria de protección 
El objeto de la acción extraordinaria de protección trabaja conjuntamente con la finalidad de las 
garantías jurisdiccionales por ser una de ellas. De esta manera, la acción extraordinaria de 
protección tiene el propósito de proteger de manera eficaz e inmediata los derechos reconocidos 
en la Constitución y en los instrumentos internacionales; así como también la reparación 
integral de los daños causados por violación a estos de derechos. Así lo establece el Art. 58 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección de los derechos 
constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con 
fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción y omisión derechos 
reconocidos en la Constitución.  (LOGJCC, 2009). 
 
Sabemos que por medio de esta acción no se pueden impugnar vicios de juzgamiento o “in 
indicando” que afecten directamente al fondo de la litis, porque eso constituye objeto de los 
recursos ordinarios, porque el juez o la jueza de la Corte Constitucional, conforme el Art. 63 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional
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 se limita al 
reconocimiento de la violación de derechos constitucionales o del debido proceso a través de su 
declaración y a dar la orden de reparación integral tanto material como inmaterial al afectado, 
conforme establece el Art. 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional: 
 
En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación integral por 
el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la persona o personas 
titula res del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada 
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posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación podrá 
incluir, entre otras formas, la restitución del derecho, la compensación económica o 
patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, 
 
Art. 63.- La Corte Constitucional determinará si en la sentencia se han violado derechos 
constitucionales del accionante y si declara la violación, ordenará la reparación integral 
al afectado las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la 
autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, las 
disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud. 
La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o 
detrimento de los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo 
de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con 
los hechos del caso. La reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, 
mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios 
apreciables en dinero, por los sufrimientos y las aflicciones causadas a la persona 
afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las 
personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia del afectado o su familia. La reparación se realizará en función del tipo de 
violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la afectación al 
proyecto de vida. 
 
En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá consta r expresa mención de las 
obligaciones individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la 
decisión judicial y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que deben cumplirse, 
salvo la reparación económica que debe tramitarse de conformidad con el artículo 
siguiente. 
 
La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente escuchadas 
para determinar la reparación, de ser posible en la misma audiencia. Si la jueza o juez 
considera pertinente podrá convocar a nueva audiencia para tratar exclusivamente sobre 
la reparación, que deberá realizarse dentro del término de ocho días. (LOGJCC, 2009). 
 
Por lo tanto, el primer objeto de la acción extraordinaria de protección es la protección de los 
derechos reconocidos en la Constitución que consten en: sentencias, autos definitivos y 
resoluciones con fuerza de sentencia. Este objeto se complementa con la doctrina argentina que 
señala que el objeto del recurso extraordinaria argentino es asegurar la supremacía 
constitucional sobre normas y actos de autoridades, entre ellas las decisiones judiciales de los 
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jueces, magistrados; y, autoridades administrativas cuando se refiere a las resoluciones con 
fuerza de sentencia. 
 
El segundo objeto es el reconocimiento de la violación de los derechos constitucionales a través 
de la declaración del juez o jueza; y el tercero es la reparación integral al afectado por el daño 
causado por la violación de sus derechos, para lo cual CAROLINA SILVA ha manifestado que 
la efectividad de este derecho no está en el reconocimiento de la violación ni en la reparación, 
sino en una concepción mucho más amplia que se convierte en otro objeto, que es el de detectar 





La reparación integral consiste en “especificar e individualizar las obligaciones, positivas y 
negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial, y las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que deben cumplirse.” La reparación integral comprende la plena restitución de los 
derechos violados, que en latín es la “restitutio in integrum” y significa el restablecimiento 
pleno de la situación anterior a la violación siempre que sea posible, se traduce por ejemplo en 
la sanción a los responsables. 
 
Para SILVA, la reparación integral es una práctica internacional que provino del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, que busca la reparación de los perjuicios que ocasiona 
el Estado a sus ciudadanos por violaciones de derechos a través de un mecanismo 
constitucional e interno que remedie esta vulneración. La reparación integral, según el Art. 18 
de la Ley Orgánica de las Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional puede incluir 
entre otras formas: la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la 
rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de 
remitir a la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, 
las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos. También incluye una reparación 
económica; es decir, un pago de indemnización por los gastos ocasionados por culpa de la 
violación que pueden afectar tanto a la persona como a sus más allegados, perjuicios 
patrimoniales, sufrimiento, entre otras. 
 
 
Art. 18 Ley Orgánica de las Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.-  La 
reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o 
detrimento de los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo 
de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con 
los hechos del caso. La reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, 
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mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios 
apreciables en dinero, por los sufrimientos y las aflicciones causadas a la persona 
afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las 
personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia del afectado o su familia. La reparación se realizará en función del tipo de 
violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la afectación al 
proyecto de vida. (LOGJCC, 2009) 
 
Otro objeto de la acción extraordinaria de protección es el asegurar la importancia de la 
jurisprudencia vinculante de la Corte Constitucional; es decir, conceder total valor a la autoridad 
de la Corte como la máxima instancia de interpretación de la Constitución y el máximo órgano 
de control constitucional; y, de administración de justicia. 
 Otro objeto para la doctrina argentina es: 
Asegurar la uniformidad interpretativa del derecho federal, que apunta a la unificación 
de la doctrina y jurisprudencia constitucional para así dar soluciones iguales a relaciones 
jurídicas idénticas, que en nuestro caso se vería reflejado como el aseguramiento de la 
jurisprudencia vinculante de la Corte Constitucional por la interposición de las acciones 
de protección, según establece el Art. 436 numeral  6 de la Constitución de la República 
Ecuador: 
Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante respecto de las acciones 
de protección, cumplimiento, hábeas corpus, hábeas data, acceso a la información 
pública y demás procesos constitucionales, así como los casos seleccionados por la 
Corte para su revisión. 
 
En definitiva, el objeto de la acción extraordinaria de protección, en sentido general, es 
garantizar que en toda decisión judicial se protejan los derechos constitucionales y el debido 
proceso a través de la Corte Constitucional como máximo órgano de interpretación y control 
constitucional. 
 
Es decir, garantizar el predominio de los derechos constitucionales en las decisiones judiciales, 
para así garantizar el imperio de la Constitución, los fines del Estado Constitucional de derechos 
y Justicia Social, y los derechos humanos por sobre toda decisión judicial sentencia, auto 




2.1.1.2.2 Naturaleza Jurídica de la acción extraordinaria a de protección  
En este punto debemos ser lo más escrupulosos de lo que el tenor literal de la norma 
constitucional nos quiere decir con respecto a la naturaleza de la acción extraordinaria de 
protección, debido a que existen incoherencias jurídicas en las disposiciones de las normas 
constitucionales, y que llevan a la confusión de la naturaleza jurídica de esta garantía, puesto 
que el “error iuris” está en que si es un recurso o una acción. Detectemos las distintas variantes 
de recurso o acción encontradas tanto en el Art. 94 y 437 de la Constitución de la República del 
Ecuador. 
 
En primer lugar, el Art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador coloca a la “acción 
extraordinaria de protección” dentro de las garantías jurisdiccionales, denominándola como una 
acción judicial que es interpuesta ante la Corte Constitucional contra las resoluciones judiciales 
de cualquier clase de juez. Mientras el primer párrafo comienza diciendo que es una acción, el 
segundo párrafo hace referencia a un recurso. Una lectura gramática lista podría concluir, 
entonces, que la acción extraordinaria de protección tiene la naturaleza jurídica de una acción; 
mientras que para los fines del segundo párrafo, se trata de un recurso. En contexto cuando dice 
que la “acción extraordinaria procederá contra sentencias o autos definitivos, se la interpondrá 
ante la Corte Constitucional” (2008) da a entender que es un recurso, pero expresamente dice 
que es una acción. 
 
El espíritu del legislador fue el de establecer una acción constitucional, sin embargo hubo una 
alteración en la redacción dela norma constitucional, al confundir tanto acción con recurso. Si la 
intención del legislador fue la de establecer como naturaleza jurídica la de una acción, entonces 
debió referirse a una petición, debido a que una acción implica el derecho de petición o 
exigencia de una cosa o la forma legal de ejercitar ésta; a pesar de que no observemos en la 
norma esta petición de manera explícita, sabemos que el objetivo de dicha acción constitucional 
conforme las disposiciones de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional es pedir al juez constitucional el reparo de un derecho constitucional violado, y 
de esta forma solicitar movilizar el aparato judicial y obtener un pronunciamiento (sentencia). 
 
Por tanto, la norma constitucional hace referencia a una acción mas no a un recurso, por tanto se 
dará apertura a un nuevo proceso, que implica la petición de reconocimiento, declaración y 
reparación un derecho que fue violado. 
 
El Art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador al establecer que la acción 
extraordinaria de protección se “interpondrá ante la Corte Constitucional” da a comprender que 
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la naturaleza jurídica es la de un recurso, porque los recursos se interponen, y las acciones no se 
interponen sino que su verbo correspondiente es “accionar “En la siguiente línea, lo sigue 
tratando como un recurso al decir que: “ El recurso procederá cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal ”; lo cual significa que requiere 
del agotamiento previo de otros recursos para interponer éste pero tratándose de la misma 
sentencia, y no como un nuevo proceso; sino más bien, dando continuación a la misma pero con 
la revisión constitucional. Sin embargo, estas son sólo simples exegesis literales de la norma que 
nos lleva a distraernos del verdadero espíritu de la norma e intención del constituyente. 
 
Sin embargo, el auténtico sentido y espíritu del constituyente, fue el de delimitar a esta garantía 
jurisdiccional como una acción constitucional protectora de los derechos constitucionales y del 
debido proceso; por tanto, la tesis que plantea que dicha acción tiene naturaleza jurídica de un 
recurso no es válida porque el contenido de la norma constitucional y el fin de la misma es 
contraria, ya que si nos dejamos llevar por la hermenéutica gramatical de la norma llegaríamos a 
la conclusión incoherente de que la acción extraordinaria de protección es un recurso. 
En tanto el Art. 437 de la Constitución de la República del Ecuador sostiene que la naturaleza 
jurídica es la de una acción, pese a que la interpretación gramatical de la norma haga referencia 
literal a un recurso: 
 
Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción 
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con 
fuerza de sentencia. Para la admisión de este recurso la Corte constatará el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 
1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriadas.  
2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u 
omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.  (2008) 
 
Igualmente la siguiente disposición de esta norma dice que: “Para la admisión de este recurso la 
Corte constatará el cumplimiento” de los requisitos numerados. Según esta disposición la 
naturaleza jurídica sería la de un recurso, porque los recursos son interpuestos cuando la ley 
establece los requisitos o causales, así como también su procedimiento, como por ejemplo el 
recurso de casación (Art. 3 Ley de Casación). Sobre todo porque conforme el significado de lo 
que es recurso, se entiende que es una vía establecida en la ley para obtener ante el mismo juez 
o un tribunal superior la aclaración, integración, revocación, modificación o anulación o 
sustitución o reparación de resoluciones judiciales anteriores, para obtener la justicia del caso.  
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Para COUTURE, recurso significa regreso al punto de partida. Es recorrer, correr de nuevo el 
camino ya hecho. BACRE, lo interpreta jurídicamente, diciendo que la palabra denota tanto el 
recorrido que se hace nuevamente, mediante otra instancia, como el medio de impugnación en 
virtud del cual se recorre el proceso. 
 
Por tanto, la acción extraordinaria de protección es un medio de impugnación con naturaleza 
jurídica de una acción, que implica en materia procesal, el acto con que el afectado impugna la 
decisión judicial por ser lesiva de sus derechos, y pide a dicho juez o tribunal, por lo general 
superior a éste, la reforma o la anulación de la misma. Según, (Bacre, 1999), la acción 
extraordinaria de protección estaría dentro de las “acciones de impugnación” porque son 
aquellas que se interponen contra sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. 
 
No tiene naturaleza jurídica de un recurso porque por la vía recurso no sólo se atacan decisiones 
erróneas, sino toda sentencia justa o injusta del juez inferior, lo cual implicaría una revisión 
completa del fondo de la sentencia, lo cual es incompatible con los fines de dicha acción. Por 
tanto, pertenece a la naturaleza jurídica de una acción debido a que responde a un interés 
privado vinculado con el derecho de anular o dejar sin efecto aquella sentencia que le ha 
causado un perjuicio al titular del derecho constitucional. 
 
El presupuesto de admisibilidad más importante de la acción extraordinaria de protección es la 
existencia de la violación de un derecho constitucional o el debido proceso, que no es lo mismo 
que el hecho de que la sentencia sea recurrible por ley, que es el requisito para interponer un 
recurso. 
Asimismo, al estar fijado el procedimiento constitucional de la acción extraordinaria de 
protección en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
CALAMANDREI citado por BACRE, considera que se trata de una acción y no de un recurso, 
puesto que es un presupuesto que tienen las acciones. (1945, pág. 425) 
 
Por tanto, reitero que la naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección es la de una 
acción y no la de un recurso. También la interposición de una acción carece de efecto 
suspensivo; por el contrario, la interposición de los recursos generalmente lo contiene. Dicha 
esta aseveración, el Art. 25 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional reconoce que el trámite de selección o revisión de las sentencias por la acción 
extraordinaria de protección no suspende los efectos de las sentencias: 
 
Para la selección de las sentencias por la Corte Constitucional, se tendrán en cuenta las 
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siguientes reglas: 
1. Todas las sentencias ejecutoriadas de garantías jurisdiccionales serán remitidas 
en el término de tres días contados a partir de su ejecutoría a la Corte 
Constitucional, para su conocimiento y eventual selección y revisión.  
2. La Sala de Selección, después de conocer las sentencias, escogerá 
discrecionalmente aquellas sentencias objeto de la revisión. El caso 
seleccionado se hará conocer a través del portal de internet de la Corte 
Constitucional.  
3. La exclusión de la revisión no requiere de motivación expresa.  
4. La Sala de Selección tendrá en cuenta los siguientes parámetros para la 
selección, que deberán ser explicados en el auto de selección:  
a. Gravedad del asunto.  
b. Novedad del caso e inexistencia de precedente judicial.  
c. Negación de los precedentes judiciales fijados por la Corte Constitucional.  
d. Relevancia o trascendencia nacional del asunto resuelto en la sentencia.  
5. La Defensora o Defensor del Pueblo o cualquier jueza o juez de la Corte 
Constitucional podrá solicitar la selección de la sentencia, a partir de las 
causales descritas en el numeral anterior.  
6. En caso de que la sentencia no haya sido seleccionada dentro del término de 
veinte días desde su recepción en la Corte Constitucional, se entiende excluida 
de la revisión.  
7. La Corte definirá los mecanismos para registrar y controlar los casos remitidos 
y no seleccionados.  
8. La Corte dictará sentencia en los casos seleccionados dentro del término de 
cuarenta días siguientes a su selección.  
9. Se remitirá, una vez adoptada la decisión, el expediente a la jueza o juez 
competente de primera instancia, para que notifique a las partes la sentencia y 
la ejecute.  
10. No cabe recurso alguno de ninguna de las decisiones tomadas por la Corte en 
el proceso de selección. El trámite de selección o revisión no suspende los 
efectos de la sentencia.  
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Al tratarse de una acción, implica un nuevo proceso autónomo y específico contra determinados 
actos de una autoridad, por medio del cual se exige algo, como una obligación de hacer, pero 
con efectos más amplios que el del recurso. El proceso constitucional que se llevará a cabo por 
medio de la acción extraordinaria de protección es un proceso autónomo regulado por una ley 
específica, y que tiene como finalidad esencial la protección de los derechos fundamentales 
frente a violaciones inminentes de su transgresión. En otras palabras, la acción es una petición 
de juicio y como último extremo exigencia del derecho; y como lo ha redactado GOZAÍNI: Sin 
el derecho no existe el juicio, y éste no existe sin la acción. 
 
Varias doctrinas, a través de sus facetas y con la transformación política de los Estados y el 
crecimiento continuo de la intervención estatal para solucionar los conflictos, y para determinar 
el rol de los hombres y el del juez en la solución de los conflictos, concluyó que los jueces no 
sólo trabajaban por la lesión a un derecho subjetivo, bajo esto también existe el interés del 
Estado de solucionar pacíficamente los conflictos. A partir de este momento se puso en tela de 
duda si la acción significaba un derecho abstracto o concreto. Por primera vez, la acción fue 
colocada dentro de los derechos cívicos por ser una forma del derecho de peticionar a las 
autoridades, y así se lo marcó como un derecho genérico que permite recurrir a los tribunales; y, 
también es un derecho abstracto, porque todos pueden ejercerlo. Por tanto, la acción según 
GOZAÍNI tiene dos rostros: la que moviliza el interés y fines del Estado para satisfacer las 
peticiones de sus súbditos, y el pro pio derecho de petición del recurrente a través del cual 
peticiona la actividad jurisdiccional. 
 
Desde este análisis, la acción extraordinaria de protección es una acción y no un recurso. 
 
Además, la acción es de carácter privado, porque es una “proyección de la personalidad”, como 
lo fundó COUTURE, pero como el Estado y la sociedad están interesados en que los derechos 
constitucionales sean respetados, ejercidos y protegidos por las autoridades públicas, entonces 
adquiere inmediatamente el carácter de público. Es decir, la acción extraordinaria de protección 
tiene una finalidad social que persigue el Estado, lo que le da el carácter de público aunque su 
naturaleza sea privada. 
 
Otras legislaciones consideran que la naturaleza jurídica de nuestra acción extraordinaria de 
protección es la de un amparo constitucional. Sin embargo, según el Diccionario Jurídico 
Elemental de GUILLERMO CABANELLAS, amparo constitucional es la expresión errónea de 
lo que es un juicio de amparo o acción de amparo. (2010). Además, es un error jurídico, porque 
el amparo no constituye ningún recurso, puesto que no ataca ninguna resolución judicial 
anterior. Por ende, la acción extraordinaria de protección no es un amparo. 
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Sin embargo, la legislación peruana apoya esta tesis al considerarlo como un “amparo contra 
resoluciones judiciales” como lo llama su ordenamiento jurídico; el mismo que se ha 
convertido en un juicio contradictorio al juicio ordinario, como si fuera una cuarta instancia, en 
legislaciones donde los procesos tienen hasta tres o dos instancias; o bien puede ser visto como 
una causal no prevista dentro de las causales de nulidad procesal, lo afirma LANDA. Esto a su 
vez, genera duda en la relación entre el Poder Judicial y la Corte Constitucional como lo afirma 
el jurista, porque la función jurisdiccional del Estado es ejercida simultáneamente por dos 
órganos: el Poder Judicial (jueces y tribunales) y la Corte Constitucional, de los cuales ésta 
última controla y tutela la constitucionalidad de los actos de los jueces y tribunales ordinarios; 
quienes a su vez, tienen la tarea constitucional de que como jueces comunes usen el control 
difuso que consiste en examinar la compatibilidad de una regla legal con la constitucional ”. 
(Landa). De igual manera, está establecido y así se comprende en el Art. 172 y Art. 429 de la 
Constitución de la República del Ecuador: 
 
Art. 172.- las juezas y jueces administran justicia con sujeción a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. 
Art. 429.- La Corte Constitucional es el máximo órgano de control constitucional y de 
administración de justicia en esta materia. (2008) 
 
De todas las tesis anteriores propuestas tanto por la doctrina como por varias legislaciones 
como la argentina y la peruana que sostienen que se trata realmente de un recurso por contener 
todos los elementos de este instituto procesal (recurrir una sentencia judicial anterior e inferior 
ante un tribunal superior que ejerce una instancia revisiva  me inclino por la tesis que trata más 
bien de una acción autónoma, y no de un recurso dentro del proceso, a pesar de que varias 
veces el contenido literal de las normas constitucionales ecuatorianas lo plantean como recurso, 
pero en ese caso estaríamos frente a un juicio con un objeto diferente. 
 
Además de tener una finalidad individual que es el de la reparación integral del afectado por la 
violación, también tiene un fin público que es el de conformar jurisprudencia constitucional 
vinculante sobre acciones de protección y conseguir el “garantismo” como finalidad del Estado; 
y, garantizar el imperio de la Constitución y demás instituciones y normas legales. 
 
En definitiva, la acción extraordinaria de protección es de naturaleza extraordinaria y quizá 
incluso excepcional, aunque con la práctica se la puede convertir en una ulterior instancia del 
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recurso ordinario con la correspondiente sobrecarga de trabajo a la Corte Constitucional, como 
lo ha manifestado (Storini, 2009, pág. 311). 
 
Es extraordinaria y excepcional, porque el Art. 94 de la Constitución de la República del 
Ecuador establece que puede ejercerse cuando se hayan agotados todos los recursos ordinarios y 




2.1.1.2.3 Requisitos para la procedencia de la acción extraordinaria de protección 
La interposición de la acción extraordinaria de protección requiere de los requisitos establecidos 
tanto en la Constitución de la República del Ecuador como en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccional es y Control Constitucional, que detallaré a continuación junto con las 
condiciones de admisibilidad de la acción. 
 
Existencia de una sentencia, auto definitivo y resolución con fuerza de sentencia de un tribunal 
superior de la causa  
 
La acción extraordinaria de protección, procede según el Art. 94 de la Constitución de la 
República del Ecuador “contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de 
sentencia en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución y se interpondrá ante la Corte Constitucional” (2008) es decir, cuando los actos de 
la autoridad pública hayan desconocido derechos constitucionales , es ahí cuando la Corte 
Constitucional como órgano independiente de revisión de constitucionalidad de estos derechos 
debe tratar cuidadosamente sólo el asunto constitucional y no actuaciones de hecho del caso. Es 
la misma Constitución la que obliga el respeto a la autonomía de las jurisdicciones y a la 
independencia de cada juez en la resolución de las controversias, siendo esto parte de los 
principios de la administración de justicia establecido en el Art. 168 Constitución de la 





La administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus 
atribuciones, aplicará los siguientes principios: 
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1. Los órganos de la Función Judicial gozarán de independencia interna y externa. 
Toda violación a este principio conllevará responsabilidad administrativa, civil 
y penal de acuerdo con la ley.  (2008) 
 
Cuando la norma constitucional y legal determina que la sentencia debe ser definitiva, impone 
un requisito esencial para la procedencia de la acción extraordinaria de protección, que significa 
que la sentencia debe estar ejecutoriada. Es decir, cuando contra la sentencia no existe ningún 
otro medio de impugnación que permita modificarla, otorgándole la calidad especial de 
inmutable y definitiva. Según el Art. 61 numeral 2 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional la demanda interpuesta por acción extraordinaria de protección “deberá 
contener la constancia de que la sentencia o auto está ejecutoriada”.  Es decir, que según el Art. 
296 del Código de Procedimiento Civil, una sentencia se ejecutoría, por las siguientes causales, 
mientras que los se ejecutorían por las causales: 1, 2, 4 y 5 del mencionado artículo: 
 
1. Por no haberse recurrido de ella dentro del término legal;  
2. Por haberse resistido del recurso interpuesto;  
3. Por haberse declarado desierto el recurso;  
4. Por haberse declarado abandonada la instancia o el recurso; y,  
5. Por haberse decidido la causa en última instancia. 
 
Por tanto, la sentencia ejecutoria constituye la única verdad legal y a ella quedan sujetas tanto 
las partes como los Tribunales, de tal manera que las resoluciones que éstos dicten para su 
cumplimiento, han de sujetarse a lo ejecutoriado. Esta disposición obliga que la sentencia o 
auto definitivo haya puesto fin al litigio, de modo que ya no pueda ser puesta nuevamente en 
discusión en un juicio o que no pueda jurídicamente replantearse en el mismo juicio o en otro, 
porque ya se ha puesto fin al proceso debido a que la sentencia ha pasado en autoridad de cosa 
juzgada. Una de las características de la sentencia o auto definitivo es que también se la conoce 
como cosa juzgada formal y material. 
 
En síntesis la acción extraordinaria de protección se interpone para que sean revisadas 
constitucionalmente las sentencias definitivas y autos definitivos. Pero no sólo contra ellas, 
puesto que las mencionadas normas también determinan a las resoluciones con fuerza de 
sentencia, lo que quiere decir que la acción extraordinaria de protección asimismo recae no 
únicamente sobre actos judiciales sino también administrativos como son las resoluciones de 
una autoridad administrativa, las cuales pueden también lesionar derechos constitucionales 
produciendo vicios formales –in procediendo- ; es decir, errores adjetivos o errores sustantivos 
–in indicando- como la aplicación de leyes incompatibles con la Constitución. 
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Por tanto, la viabilidad de la acción ante la Corte Constitucional procede contra sentencias 
definitivas que hayan concluido el proceso de modo irreversible e irreparable como lo sostiene 
(Bidart Campos, pág. 271) contra autos definitivos que impidan la continuación del proceso o 
resoluciones administrativas con fuerza de sentencia. Estas sentencias, autos definitivos y 
resoluciones con fuerza de sentencia deben haber abarcado y resuelto en su contenido en lo 
posible la cuestión constitucional inserta, que es la materia propia de la acción extraordinaria. Es 
decir, que todo tribunal o juez u órgano administrativo que es competente para dictar la última 
sentencia o decisión está obligado a aplicar simultáneamente la Constitución junto con la 
decisión que resuelve. 
 
La falta de especificación del tribunal contra el cual cabe la acción extraordinaria de protección 
no es una razón suficiente para decir que no es un requisito esencial para interponer dicha 
acción, porque esto nos indica uno de los requisitos más importantes establecidos en la 
Constitución de la República del Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, que es el agotamiento previo de los recursos ordinarios y 
extraordinarios: 
 
Art. 94 Constitución de la República del Ecuador.- (…) El recurso procederá cuando se 
hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a 
menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia 
de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 
Art. 61 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.- La 
demanda deberá contener: 
3. Demostración de haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios, salvo que 
sean ineficaces o inadecuados o que la falta de interposición de estos recursos no fuera 
atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional vulnerado. (2008). 
 
El Art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador determina el necesario agotamiento 
previo de los recursos pertinentes ante la jurisdicción ordinaria para proceder con dicha acción. 
Es decir, si todavía existe un recurso ordinario o extraordinario que no se haya agotado 
previamente no se puede considerar que la litis haya fenecido; y por ende, no cabría la acción 
extraordinaria de protección porque puede darse la posibilidad que dentro de estas vías se 




Este requisito viene a ser una exigencia de carácter procesal, como lo establece (Storini, 2009); 
esto significa que la acción extraordinaria de protección impugna una resolución judicial de la 
cual “no se ha obtenido una respuesta favorable para hacer frente a la vulneración del derecho.” 
El agotamiento de la vía judicial como requisito no hace sino confirmar que la acción 
extraordinaria de protección es subsidiaria del proceso judicial, ya que para elevarlo ante la 
Corte Constitucional, el ciudadano afectado debe haber intentado solucionar su conflicto en un 
proceso judicial ordinario previo. Lógicamente la inaplicación de este requisito llevará a la 
inadmisibilidad de la acción. 
 
Este requisito tiene una razón lógica y una explicación muy bien sustentada, incluso por la 
Constitución de la República del Ecuador en su Art. 172, ya que dispone que los órganos de la 
justicia ordinaria son por naturaleza los primeros garantes de los derechos fundamentales y, son 
ellos quienes por mandato de la Constitución deben respetar y cumplir con los derechos 
constitucionales y restablecer los derechos vulnerados antes que la Corte Constitucional. De esta 
manera la subsidiaridad se cumple porque da la oportunidad a los órganos jurisdiccionales para 
que reparen el daño. 
 
Art. 172 Constitución de la República del Ecuador.- Las juezas y jueces administrarán justicia 
con sujeción a la Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la 
ley. 
 
Las servidoras y servidores públicos, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de 
justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de 
justicia. 
 
Las juezas y jueces están responsables  por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley.  
 
 
2.1.1.2.4 El Debido Proceso 
 
El Debido Proceso es un conjunto de normas que regula los derechos y garantías con los que 
debe contar toda persona que es sometido a un proceso, el mismo que debe ser justo, oportuno y 
equitativo. “El Debido Proceso es un principio jurídico procesal o sustantivo, según el cual toda 
persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendiente a asegurar un resultado justo y 
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equitativo dentro del proceso, y a permitir tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus 
pretensiones frente al Juez” 
 
De manera general podemos decir que la función del Debido Proceso, es actuar dentro del 
estado de derecho para proteger a los ciudadanos del abuso de las ilegalidades que pudiere 
cometer un funcionario o un órgano estatal en un procedimiento legal. Simplificando el Debido 
Proceso es el conjunto de derechos y garantías que protegen a la persona de los posibles excesos 
o riesgos de abuso de la autoridad del Estado. 
 
a) El Debido Proceso en el Ecuador 
La primera fuente de la Institución Jurídica del Debido Proceso la encontramos en los convenios 
y tratados Internacionales, las Normas Constitucionales, la actual Constitución de la República 
que promulga un Estado Garantista. La persona que considere que se han vulnerado alguno de 
sus derechos o bienes jurídicos, por parte de otra persona natural o jurídica, tiene la facultad 
legal de acudir a los Juzgados o Tribunales Jurisdiccionales en demanda de justicia 
observándose el fuero legal, en razón del territorio, las cosas, las personas y de los grados. 
 
La primera Ley de Procedimiento Penal se dictó en 1839, pues no existían tribunales 
Pluripersonales, todos eran singulares, sin que se pueda decir que se seguía un sistema de 
procedimiento definido, la redacción de las instituciones procesales penales carecían de 
sistematización. En 1948 el procedimiento penal ecuatoriano adoptó el sistema mixto, pues 
dentro de la organización del sumario se dispone el secreto de la denuncia y la orden que tanto 
el Juez como el fiscal están obligados a guardar reserva, bajo la pena de ser juzgados por 
prevaricato en caso de que faltaren a la defensa. 
 
Desde 1939 en Ecuador se han dictado algunas leyes de procedimiento penal bajo diversos 
regímenes políticos, que poco a poco han alterado el sistema mixto de procedimiento. La 
denuncia reservada se mantuvo hasta el Código de Enjuiciamiento en materia criminal 
elaborado por la Academia de Abogados de Quito en 1920 quedando excluida la reserva en 
1938 el mismo que en su artículo 48 expresa que la denuncia será siempre pública, pues dicho 
principio se mantiene en la actualidad en el artículo 44 del Código de Procedimiento Penal. 
 
El principio de oficialidad se ha desplazado del Juez al Fiscal, que es quien tiene actualmente 
todos los poderes de investigaciones que antes tenía el titular del órgano jurisdiccional penal. Se 




2.1.1.2.5 Función Constitucional de Nuestro Estado Social de Derecho 
 
Nuestra Constitución se refiere a los derechos, garantías y deberes que constituyen la esencia de 
nuestro Estado Social de Derecho. El más alto deber del estado consiste en respetar y hacer 
respetar los derechos humanos que garantizan nuestra Constitución, así como también los que se 
encuentran en las Declaraciones, Pactos, Convenios y más Instrumentos Internacionales 
vigentes. Además establece como deberes primordiales del Estado asegurar la vigencia de los 
Derechos Humanos, las libertades fundamentales de mujeres y hombres y la seguridad social, 
garantiza la vigencia del sistema democrático y la administración pública libre de corrupción. 
Principios como el de inocencia, derecho a la defensa, el de la motivación de las resoluciones, 
entre tantos otros la materialización de dichos principios requieren de la colaboración de todos 
quienes forman parte del engranaje jurídico legal, de las Instituciones públicas y privadas, 
operadores de justicia, y de manera general de todos quienes aspiramos alcanzar el bien común 
de la sociedad. Así el artículo 75 de la Constitución dice “… toda persona tiene derecho al 
acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita…”. Art. 76 dice que “… 
en todo proceso en que se determinen procesos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará 
el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas…” Art. 76 numerales 
1 “… corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas o derechos de las partes”; 2. “… presunción de inocencia…”; 3. “… principio de 
ilegalidad” ; 4. “… principio de eficacia probatoria”; 5. “… indubio pro reo”; 6. “…principio de 
proporcionalidad”, 7.  “El derecho de las personas a la defensa”. 
 
2.1.1.2.6 Sujetos procesales relacionados con la aplicación del debido proceso en 
materia penal 
a) La Fiscalía General del Estado 
 
En la actualidad se considera al Ministerio Público como la institución encargada del ejercicio 
de la acción penal en los delitos de acción pública de modo exclusivo y privativo. No tendrá 
participación en los juicios de acción privada. 
 
El Ministerio Público a través del Fiscal, interviene como parte acusadora durante todas las 
etapas del proceso penal de acción pública. El fiscal debe actuar con objetividad en el acopio de 
evidencias de cargo, como aquellas que sirvan de descargo a favor del procesado; refiriéndose a 
la objetividad como la capacidad crítica del representante del Ministerio Público con el fin de 
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escudriñar, indagar o investigar el hecho criminoso y a los presuntos responsables con total 
imparcialidad, sentido crítico y real, excluyendo cualquier perjuicio o interés personal. 
 
Según el Art. 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, le corresponde al Ministerio 
Público las siguientes atribuciones y funciones: 
1. Prevenir el conocimiento de las causas penales, de acuerdo con el Código de 
Procedimiento Penal y demás leyes. 
2. Excitar y promover la acción penal por infracciones pesquisables de oficio. 
3. Dirigir y promover la investigación pre procesal y procesal penal, de acuerdo con el 
Código de Procedimiento Penal y demás leyes. 
4. Conducir las indagaciones previas y la investigación procesal penal ya sea por propia 
iniciativa en los delitos pesquisables de oficio o por denuncia. 
5. Intervenir en las causas penales, de acuerdo a lo prescrito en el Código de 
Procedimiento Penal y demás Leyes. 
6. Emitir dictámenes en materia civil y de menores cuando así lo establezcan las leyes 
pertinentes sobre la materia. 
7. Dirigir y coordinar las actuaciones de la Policía Judicial, en las indagaciones previas 
en las etapas del proceso penal. 
 
8. Establecer y reglamentar un sistema de acreditación de peritos, en las diferentes 
disciplinas. 
9. Vigilar el funcionamiento del régimen penitenciario y la rehabilitación social del 
delincuente. 
10. Velar por la protección de las víctimas, testigos y otros participantes en el juicio 
penal. 
11. Coadyuvar en el patrocinio público para mantener el imperio de la Constitución y de 
la Ley. 
12. Coordinar y dirigir la lucha contra la corrupción, en colaboración con la Comisión 
de Control Cívico de la Corrupción y demás entidades relacionadas con el tema, en el 
ámbito de sus competencias; y, 
13. Los demás deberes y atribuciones determinados en la Constitución la Ley y los 
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reglamentos. (LOGJCC, 2009) 
 
El Ministerio Público ecuatoriano ejerce su función en base a los fueros; el Ministro 
Fiscal General quien actúa a nivel de Corte Nacional de Justicia, los Ministros Fiscales 
Distritales quienes actúan a nivel de las Cortes Provinciales y los Agentes Fiscales 
quienes actúan a nivel de los Juzgados Penales y Tribunales Penales, cuyas funciones 
generales son las de defensa y patrocinio de la sociedad en los casos señalados en la 
Constitución y las leyes. 
La gestión procesal del Ministerio Público responde a los principios fundamentales:  
1. Mantener el orden constitucional del Estado en las aplicaciones relativas a las 
materias en las que ha de actuar el Ministerio; y, 
2. La protección y defensa de personas y cosas puestas bajo el amparo del poder social 
en cuanto se refieren a determinadas funciones de este mismo ministerio.” (Alban 
Escobar, 2001, págs. 164-166) 
 
Siendo el Ministerio Público la institución encargada de investigar y descubrir el delito y su 
autor, tiene un papel muy importante en el desarrollo del debido proceso por cuanto en base a su 




Según el Art. 68 CPP “Se denomina ofendido: 
 
1. Al directamente afectado por el delito y; a falta de este a su cónyuge o conviviente en 
unión libre, a sus ascendiente, descendientes y a los demás parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
 
El ofendido es la persona que ha sufrido daño o agravio físico, material o moral por el 
cometimiento de un hecho delictuoso en su contra. Se entiende que el ofendido es el 
directamente afectado, pero la ley prevé la falta de ofendido, que se refiere a personas carentes 
de derecho o imposibilitada para proceder judicialmente, y en estas condiciones se puede 
considerar ofendido a su cónyuge, conviviente o parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, que son personas autorizadas para presentarse como 
parte procesal en la causa penal  
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2. A los socios respecto de los delitos que afecten a una sociedad, cometidos quienes lo 
administren o controlen; Cuando se ha perpetrado un delito por parte de quienes administran 
una compañía o una sociedad de hecho o ejercen la función de control, los socios de estas están 
facultados para ejercer el derecho que les permite la ley. Puede ser el caso que el administrador 
de una empresa cometa el delito de estafa o abuso de confianza por lo que el socio de aquella es 
considerado ofendido y debe ser parte procesal. 
 
3. A las personas jurídica, en aquellos delitos que afecten a sus intereses; Cuando se ha 
cometido un delito que afecte los intereses de la persona jurídica, está facultada para presentarse 
como parte procesal (acusador particular) y en general, ejercer los derechos del art. 69 del CPP. 
 
4. A cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellos delitos que afecten derechos 
colectivos o difusos; Significa que ofendido puede ser cualquier persona natural o jurídica a la 
que le afecte el cometimiento de un hecho delictuoso; porque afecta al conglomerado social o a 
la colectividad. El interés difuso, representa un derecho impreciso, poco claro o confuso, que 
aparentemente impediría que el ofendido ejerza las acciones de ley, sin embargo, el legislador al 
incorporar esta posibilidad permite el ejercicio pleno de las acciones penales. 
 
5. A los pueblos y a las comunidades indígenas en los delitos que afecten colectivamente a los 
miembros del grupo.” Un representante de las comunidades o pueblos indígenas pueda actuar 
como ofendido y ejercer las acciones de ley cuando se haya cometido un delito que afecte 
colectivamente. Pero si la infracción afecta en lo individual, no podrán ser considerados como 
afectados. 
 
 Derechos del ofendido 
 
Según el art. 69 del CPP, los derechos del ofendido son: 
 
1. Intervenir en el proceso penal como acusador particular; Es el principal derecho del ofendido, 
este puede actuar en la audiencia preliminar de la etapa intermedia, en la audiencia de 
juzgamiento en la etapa de juicio, y además puede interponer los recursos que sean necesarios 
en las instancias superiores. 
 
2. Ser informado por el Ministerio Público sobre el estado de la indagación pre procesal y de 
instrucción; El ofendido tiene el derecho de recibir toda la información pre procesal y de la 
instrucción que con motivo de la investigación, el agente fiscal haya podido obtener sobre la 
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existencia del delito y los fundamentos por los cuales se presuma el grado de participación 
criminal del procesado. 
 
3. Ser informado del resultado final del proceso, en su domicilio si fuere conocido, aun cuando 
no haya intervenido en él; Es importante además que el ofendido reciba toda la información del 
resultado final del proceso, para así poder saber cuáles son sus derechos. 
 
4. presentar ante el fiscal superior quejas respecto de la actuación del agente del Ministerio 
Público, en los casos siguientes: 
 
a) Cuando no proporcione la información sobre el estado de la investigación dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes al momento en que fue solicitada. 
 
b) Cuando de la información se desprenda falta de diligencia en la actividad investigativa; 
 
c) Cuando la inadecuada actuación del fiscal ponga en riesgo la obtención o conservación de 
vestigios, evidencias materiales u otros elementos de prueba; y, 
 
d) En general cuando hubieren indicios de quebrantamiento de las obligaciones del fiscal. 
 
Otro derecho del ofendido es poder presentar quejas ante el fiscal superior, es decir, si la queja 
es a cerca de las actuaciones u omisiones de un Agente Fiscal, el superior inmediato será el 
Ministro Fiscal Distrital, si la queja es por las actuaciones u omisiones del Ministro Fiscal 
Distrital, la queja se elevará ante el Ministro Fiscal General; pero si la queja es a cerca de las 
actuaciones u omisiones del Ministro Fiscal General, no existe un organismo sancionador de sus 
actuaciones, es decir no existe una entidad superior que lo sancione o fiscalice. Pero a mi 
entender, quien debería vigilar sus actuaciones tendría que ser la autoridad nominadora, es decir 
la Asamblea Nacional. 
 
Solicitar al Juez de turno que requiera al fiscal, que en el término de quince días se pronuncie si 
archiva la denuncia o inicia la instrucción fiscal. Para el ejercicio de este derecho se requiere 
haber interpuesto previamente la queja a la que se refiere el numeral anterior, y, que esta no 
haya sido resuelta en el término de quince días; 
 
Solamente si el ofendido a elevado una queja al fiscal superior, puede pedir al Juez que requiera 
al fiscal para que se pronuncie con respecto a la denuncia presentada; y ante este requerimiento 
el fiscal deberá contestar por escrito al Juez penal. 
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6. A que se proteja su persona y su intimidad, y a exigir que la policía, el fiscal, el Juez y el 
tribunal adopten para ello los arbitrios necesarios, sin menoscabo de los derechos del procesado; 
 
Es muy importante que se proteja al ofendido, pero la protección debe extenderse hasta su 
entorno familiar, ya que en este medio social es donde se desarrolla la intimidad del ofendido. 
 
7. A reclamar la indemnización civil una vez ejecutoriada la sentencia condenatoria, conforme 
con las reglas de este Código, haya propuesto o no acusación particular. 
 
Lo más importante de este numeral, es que no es necesario que el ofendido se presente como 





c) Procesado o acusado 
 
Según el art. 70 CPP, “Se denomina procesado o procesada a la persona a quien la fiscal o el 
fiscal atribuya participación en un acto punible como autor, cómplice o encubridor.  
 
Y acusado, la persona contra la cual se ha dictado auto de llamamiento a juicio o contra la cual 




“Procesalmente el procesado aparece en la resolución de iniciación de la etapa de la instrucción 
fiscal y se mantendrá en tal calidad hasta que se ejecutoríe el auto de llamamiento a juicio que 
se haya dictado en su contra. 
 
La palabra procesado es nueva dentro del léxico jurídico ecuatoriano, pues vino incluida en el 
Nuevo Código de Procedimiento Penal, en la última reforma de fecha 24 de marzo de 2009: en 
primer lugar debe entenderse al procesado siempre como una persona natural, pues los hechos 
punibles los cometen los seres humanos. 
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El término procesado es genérico, pues abarca desde la indagación previa, pasando por la etapa 
de instrucción fiscal y concluyendo en la audiencia preparatoria del juicio y formulación del 
dictamen y el desarrollo de la etapa intermedia del proceso penal. 
 
El único que puede atribuir a una persona la calidad de procesado es el fiscal, ya que es el 
encargado de receptar una denuncia y efectuar las investigaciones procesales.” 
 
Desde que el Juez dicta el auto de llamamiento a juicio, el procesado toma el nombre de 
acusado, porque a criterio del Juez de Garantías Penales, de los resultados de la instrucción 
fiscal se ha desprendido presunciones graves y fundadas sobre la existencia del delito y sobre la 
participación del procesado. 
 
El procesado toma el nombre de acusado cuando el ofendido ha presentado la acusación 
particular cuando se trata de delitos de acción pública, luego que el fiscal ha emitido el dictamen 
al finalizar la instrucción fiscal; y tratándose de delitos de acción privada desde el momento en 




El acusado es el sujeto pasivo del proceso penal que por su presunta vinculación con un hecho 
punible de acción pública ha sido llamado a la etapa de juicio, etapa en la que se practican los 
actos procesales necesarios para la comprobación conforme a derecho de la existencia de la 
infracción o la responsabilidad del acusado. 
 
Con la Constitución y el nuevo Código de Procedimiento Penal, se considera al acusado 
como un sujeto poseedor de derechos y como tal, titular de un conjunto de facultades 
cuya restricción es excepcional, así: 
 
1.  Inviolabilidad del derecho a la defensa en cualquier etapa del juicio penal; el 
derecho a la defensa implica que: 
a)  Se le reconozca su calidad de parte procesal 
b)  Que pueda comparecer en igualdad de condiciones en el juicio ante un Juez 
imparcial. 
c)  Que exista una imputación clara precisa y circunstanciada. 
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d)  Que tenga acceso a toda información que exista en su contra de modo 
oportuno. 
e)  Que pueda nombrar un defensor particular y en caso contrario, el Estado debe 
proporcionarle un defensor de oficio. 
f)  A ser escuchado en la audiencia de formulación de cargos. 
2.  Contradecir las pruebas en el mismo momento en que se las actué o recoja. 
3.  Se mantiene el principio de inocencia en el proceso hasta el momento en que se 
lo declare culpable, porque la inocencia no solamente es un principio sino un 
derecho. 
4.  Se garantiza su libertad hasta cuando haya sentencia condenatoria y 
ejecutoriada. 
5.  Derecho a expresar los argumentos necesarios en su defensa antes de que se 
expida la sentencia. 
6.  Derecho a que no se le obligue a incriminarse. 
7.  Derecho a que la decisión que se expida sea debidamente motivada. 
8.  Derecho a que se cumplan las reglas del debido proceso, consagradas en el Art. 
76 de la Constitución de la República y en los tratados internacionales 
ratificados por el Estado ecuatoriano.” (Borja Reyes, 2009) 
 
d) Defensor Público 
 
El defensor público es una especie de autocontrol del Estado se impone para dar mayor 
seguridad jurídica a los gobernados. Su papel consiste en defender a todas las personas 
frente a las acciones u omisiones de la administración pública y de sus agentes, que de 
algún modo puedan violar el goce y ejercicio de los derechos y libertades garantizados 
en la constitución y en los instrumentos jurídicos internacionales aceptados por el 
Estado. (Chiriboga Zambrano, 1995, pág. 40) 
 
El Art. 191 del Constitución dice:  
 
La Defensoría Pública es un Órgano Autónomo de la Función Judicial cuyo fin es 
garantizar el pleno e igual acceso a la justicia de las personas que, por su estado de 
indefensión o condición económica, social o cultural, no puedan contratar los servicios 
de defensa legal para la protección de sus derechos. La Defensoría Pública prestará un 
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servicio legal, técnico, oportuno, eficiente, eficaz y gratuito, en el patrocinio y asesoría 
jurídica en los derechos de las personas, en todas las materias e instancias. La defensoría 
Pública es indivisible y funcionará de forma desconcentrada con autonomía 
administrativa, económica y financiera; estará representada por la Defensora Pública o 
el Defensor Público General y contará con recursos humanos, materiales y condiciones 
laborables equivalente a los de la Fiscalía General del Estado. (CRE, 2008) 
 
Según el Art. 74 CPP. “La Defensoría Pública Nacional tendrá su sede en la capital de la 
República y competencia en todo el territorio del país; y, se encargará del patrocinio de los 
procesados que no hayan designado defensor”. (CPP, 2010) 
 
Art. 78 CPP. “El defensor público está obligado a actuar hasta el momento en que el procesado 
designe su defensor privado y éste asuma el cargo”. (CPP, 2010) 
 
La Defensoría Pública Nacional tendrá bajo su responsabilidad el patrocinio delos procesados 
que no hayan designado abogado defensor, a través de los defensores públicos. 
 
Además, el art. 76 nrl. 7 ltl. e) de la Constitución dispone que ninguna persona puede ser 
interrogada por una autoridad Policial, de la fiscalía o cualquier otra autoridad, sin la asistencia 
de un abogado defensor particular o nombrado por el Estado, la inobservancia de este mandato 
constitucional transforma en ineficaz a cualquier diligencia jurídica Según el art. 253 del CPP, 
el defensor de oficio procede en dos ocasiones: 
 
a) Cuando el abogado defensor no comparece en defensa del procesado. 
De este modo se dice que se logra precautelar que el acusado cuente con un abogado para evitar 
que quede en la indefensión 
b) Cuando se aleja de la audiencia. 
Es decir cuando su abogado defensor se aleja de la sala de audiencia. 
 
 
e) Juez o jueza de garantías penales 
 
El Juez o Jueza es quien decide interpretando la ley o ejerciendo su arbitrio, la contienda 
suscrita o el proceso promovido. En este aspecto técnico, el Juez ha sido definido como 
el magistrado, investido de imperio y jurisdicción, que es la facultad de juzgar y hacer 




El Juez de garantías penales es la autoridad judicial que garantiza los derechos del ofendido y 
del procesado durante la etapa de instrucción fiscal con lo cual da cumplimiento a las normas 
del debido proceso consagradas en la Constitución de la República y en los tratados 
internacionales ratificados por el Estado. 
 
Según el art. 27 del CPP, dice: los Jueces o Juezas de garantías penales tienen competencia: 
 
1.  Para garantizar los derechos del procesado y del ofendido durante la etapa de instrucción 
fiscal conforme a las facultades y deberes de este código (CPP, 2010) 
 
De este modo, el Juez o Jueza de garantías penales se transforma en Juez constitucional para 
vigilar que se cumplan con las garantías establecidas en la Constitución y en la Ley; asegurando 
un trato humano y digno durante el curso del proceso, es decir haciendo prevalecer el principio 
de legalidad e inocencia, hasta que en la sentencia ejecutoriada se lo declare culpable. 
 
2.  Para tramitar y resolver en audiencia en la fase de indagación previa y etapa de instrucción 
fiscal, la adopción, exención, revisión, fijación de plaza y control de necesidad de 
mantención de medidas cautelares. 
3.  Tramitar y resolver en audiencias las solicitudes de archivo procesal, desestimaciones, 
acuerdos reparatorios, suspensiones, condiciones al procedimiento y conversiones. 
4.  Tramitar y resolver en audiencia el juzgamiento de delitos de acción privada. 
5.  Conocer y resolver las solicitudes que se presenten en la audiencia  preparatoria.  
6.  Conocer y, de ser el caso, dictar correctivos en audiencia para subsanar posibles 
violaciones o limitaciones a los derechos del procesado, en razón de actuaciones ilegítimas 
de la fiscalía o policía. 
7.  Conocer y resolver solicitudes temporales de mantención de reserva de elementos de 
convicción y otros documentos hasta que se efectúen ciertas prácticas investigativas. 
 
8. Determinar, con base a los elementos de convicción, el monto de los daños y perjuicios 
causados, para garantizar la reparación de los ofendidos. 
9. Ejecutar la sentencia condenatoria en lo referente a la reparación económica; y 
10. Las demás previstas en la Ley. 
 
El Juez o Jueza, pueden aceptar el procedimiento abreviado que consiste en la transformación 
que se da de un proceso de acción pública a un proceso de acción privada, se lo puede proponer 
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hasta la clausura del juicio y solo si se trata de un delito que tenga prevista una pena máxima 
inferior a cinco años.  
 
La Legislación ecuatoriana categoriza a los Jueces y Juezas penales según el fuero del 
procesado o acusado; así a los acusados que gocen de fuero común, les corresponde que su 
proceso sea tramitado por un Juez de primera instancia, o un Juez aquo, función que le 
corresponde a un Juez penal del domicilio del acusado. 
 
 Si el procesado tiene fuero especial, el cual depende de la dignidad que este desempeñe en la 
administración pública, y el grado que ostenten tendrá fuero de Corte Provincial o fuero de 
Corte Nacional, lo cual significa que su Juez o Jueza natural será el Presidente/ta de la Corte 
Provincial de Justicia o el Presidente/ta de la Corte Nacional de Justicia según el caso. 
 
El dictamen fiscal debe ser puesto en conocimiento del Juez o Jueza al término de la etapa de 
instrucción, puesto que el Juez o Jueza es el vigilante en la etapa de instrucción; y este dictamen 
emitido por el fiscal puede ser acusatorio o absolutorio. 
 
1.- Cundo existe dictamen fiscal acusatorio y si el Juez o Jueza, considera que de los resultados 
de la instrucción fiscal, se desprenden presunciones graves y fundadas de la existencia del 
delito y sobre la participación del procesado como autor, cómplice o encubridor, dictará 
auto de llamamiento a juicio, en el cual ordenará las medidas cautelares de carácter real o 
personal. 
 
Si el Juez o Jueza considera que los resultados de la instrucción fiscal no ameritan el auto 
de llamamiento a juicio, podrá archivar el proceso. Para el caso de delitos penados con 
reclusión, el Juez o Jueza tiene la obligación de elevar en consulta su providencia al 
superior, la misma que será confirmada o revocada. 
 
2.-  Si existe dictamen absolutorio, y si el Juez o Jueza considera necesaria la apertura del 
juicio o si existe acusación particular, ordenará que se remitan las actuaciones del fiscal al 
fiscal superior para que acuse o ratifique el pronunciamiento del inferior. Si el 
pronunciamiento del inferior es ratificado, el Juez o Jueza debe admitir el dictamen fiscal y 
dictar auto de sobreseimiento. Si no hay acusación fiscal, no hay juicio. 
 
Tratándose de delitos sancionados con pena de reclusión, la consulta al fiscal superior, de parte 
del Juez será obligatoria.  
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El Juez o Jueza penal actúa dentro de la etapa intermedia, si el Juez o Jueza considera que de los 
resultados de la instrucción fiscal, se desprenden presunciones graves y fundadas de la 
existencia del delito y sobre la participación del procesado como autor, cómplice o encubridor, 
dictará auto de llamamiento a juicio en la audiencia preliminar, con lo cual el proceso pasa a 
conocimiento del Tribunal Penal correspondiente, siempre y cuando las partes no interpongan 
recursos como el de nulidad y/o el de apelación, que llegan al conocimiento de la instancia 
superior según el fuero del acusado. 
 
f) Tribunal de Garantías Penales 
 
Es un conjunto de Jueces, Juezas o magistrados, magistradas que están obligados a 
administrar colegiadamente justicia en un proceso o instancia. El tribunal de garantías 
penales, constituye la etapa más importante del proceso penal y está conformado por un 
presidente/a y dos vocales y demás personal auxiliar. (Cabanellas, 2010) 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial, no contempla al Tribunal de Garantías Penales, le 
asemeja con el Juez o Jueza de garantías penales, pero debemos considerar que a partir de la 
vigencia del nuevo CPP, se dieron funciones específicas a los Jueces y Juezas de garantías 
penales y a los Jueces/as o magistrados/as que conforman los tribunales penales; y al dividir al 
proceso en etapas, la Corte Constitucional juega un papel importante en el juzgamiento y en la 
aplicación del debido proceso. 
 
El Tribunal de Garantías Penales, interviene directamente en la etapa de juicio en la audiencia 
de juzgamiento como juzgador y es en esta audiencia en donde las partes deben presentar las 
pruebas de cargo o descargo. Tomemos en consideración que para que las investigaciones y 
pericias practicadas durante la instrucción fiscal alcancen el valor de prueba deben ser 
presentadas y valoradas en la etapa de juicio, función que le corresponde al Tribunal de 
Garantías Penales en pleno. Ya que según el Art. 79 del CPP las pruebas deben ser producidas 
en el juicio, ante los tribunales penales correspondientes, salvo el caso de las pruebas 
testimoniales urgentes, que serán practicadas por los Jueces/as de garantías penales. 
 
Mediante las pruebas presentadas en juicio, los Jueces/as que conforman el Tribunal las valoren 
y puedan tener un criterio claro y preciso para dar su veredicto o para dictar sentencia. 
 
En cada juicio penal deben intervenir como adversarios, un acusador y un acusado, mientras que 
los miembros del tribunal de garantías penales, se mantienen como espectadores y posteriores 
evaluadores de lo que hayan visto y oído, tutelando los derechos constitucionales como 
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organizadores del debate, reservando su criterio hasta el momento en que la ley, les exija 
pronunciarse a favor de la acusación o de la defensa según el mérito de la prueba y de la ley 
 
 
2.1.1.2.7 El Debido Proceso como garantía constitucional 
Cuando se habla del debido proceso como garantía constitucional hay que insistir en que 
apareció junto con la protección de los derechos humanos; esto es, el derecho a tener jueces 
imparciales, a ser oído en todas las instancias y a tener un proceso justo y observando el respeto 
a todas las garantías fundamentales. El concepto del debido proceso ha evolucionado, es así que 
de un proceso legal se pasa a un proceso constitucional, es decir, que se ha dotado a esta 
garantía fundamental de principios y presupuestos que concilien con las garantías procesales, 
con el fin de que se haga efectivo el desarrollo de los derechos fundamentales de todo 
ciudadano. 
 
Al respecto, Osvaldo Gozaíni enuncia: 
 
Con la constitucionalización del proceso se evade y posterga la noción de exigencia 
individual o derecho subjetivo público. Queremos significar, así, que el debido proceso 
es aquel que no tiene fronteras ni características por Estado. Es una noción unívoca que 
obliga a adaptaciones singulares y estándares propios que afincan, al unísono, en la 
garantía procesal por excelencia. (Gozaíni, 2004, págs. 26-27) 
Y agrega: 
En suma, la constitucionalización del proceso supone crear condiciones para entender lo 
que ‘es debido’. No se trata ahora de un mensaje preventivo dirigido al Estado, ni de 
asegurar los mínimos exigibles en el derecho de defensa; hay una construcción 
específica que comienza desde la entrada al proceso y continúa a través de toda la 
instancia culminando con el derecho a una sentencia suficientemente motivada, que 
pueda ser ejecutada y cumplida como los jueces han ordenado. (Gozaíni, 2004, págs. 
26-27) 
 
Al haberse incorporado el instituto del debido proceso a la Constitución de la República, se 
efectiviza este presupuesto; al ser una norma suprema, es obvio que las normas secundarias 
deben estar siempre sujetas a ella y, por lo tanto, al ser el debido proceso una garantía de rango 
constitucional, es de estricto cumplimiento en todos los ámbitos de orden público, debiendo 
aplicarse a todos los casos y procedimientos, incluidos los administrativos. Desde esta 
perspectiva, todos los órganos de la administración pública están en la obligación de respetar y 
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hacer respetar todos aquellos principios y derechos invocables en el ámbito de la jurisdicción 
común o especializada y específicamente los contemplados en los Arts. 11, 75, 76, 77 y 82 de la 
Constitución de la República.  
 
Por su lado, el Art. 168 de la (CRE, 2008), en el numeral 6, consagra que: “La sustanciación de 
los procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo mediante el 
sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo.”. Y el 
Art. 169 ibídem, establece: “El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. 
Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. 
No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.” (CRE, 2008) 
 
En síntesis, podemos manifestar que en salvaguarda al debido proceso constitucional ninguna 
persona natural puede ser privada de los derechos y garantías fundamentales que consagra la 
Constitución de la República, esto es, a tener un procedimiento abreviado y simple, y a disponer 
del proceso por el cual se le está juzgando, pues no es un fin, sino un medio idóneo para hacer 
prevalecer el principio de que el sistema procesal “será un medio para la realización de la 
justicia”, es decir, que nadie puede ser juzgado dos veces por un mismo acto. 
 
 
2.1.1.2.8 El derecho a la defensa como un principio del Debido Proceso 
 
Esta garantía constitucional consiste en el derecho que tiene toda persona de intervenir en un 
proceso penal desde el inicio hasta la resolución del mismo, siempre y cuando se encuentren 
comprometidos sus derechos, de tal suerte que deba participar para proteger dichos derechos. En 
materia penal este derecho está más enfocado al procesado. Es necesario aclarar que esta 
garantía es exigible desde el inicio de la indagación previa, que es etapa pre procesal, de 
conformidad al inciso 2do. del Art. 70 del Código de Procedimiento Penal que señala que “El 
procesado y el acusado tienen los derechos y garantías previstos en la Constitución y demás 
leyes del país, desde la etapa pre procesal hasta la finalización del proceso.” (CPP, 2010) 
 
Para que opere este derecho no es necesario que se dicte la resolución de inicio de instrucción 
fiscal, sino que basta con la imputación que se haga en contra de una persona y que dé origen a 
la indagación previa.  
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El Derecho de Defensa es un derecho fundamental e imprescindible en un debido 
proceso. Es el derecho subjetivo público individual del imputado de acreditar su 
inocencia o cualquier circunstancia capaz de excluir o atenuar su responsabilidad; 
constituye una actividad esencial del proceso, integrando el triángulo formal de la 
justicia represiva, en cuanto nadie puede ser condenado sin ser oído ni defendido. 
(Vélez Mariconde, 1986, pág. 377) 
 
En conclusión, el derecho de defensa ampara al procesado imputado desde la etapa pre procesal 
denominada indagación previa hasta la sentencia que decide la situación del acusado. El derecho 
a la defensa no puede ser limitado por el órgano jurisdiccional por cuanto constituye un 
requisito preponderante para la validez del proceso. Aquí algunas de las garantías que abarca el 
derecho a la defensa: 
 
2.1.1.2.9 Principio de non bis in ídem 
 
El principio non bis in idem depende de la observancia de los derechos fundamentales que 
hacen válido un proceso penal. 
 
La sentencia ejecutoriada que se sustenta en un proceso penal libre de toda violación a los 
derechos fundamentales- tiene la autoridad de cosa juzgada (non bes in idem material), lo que 
quiere decir que una persona no puede ser juzgada más de una vez por el mismo delito. Este 
principio también abarca el hecho de que una persona no puede ser procesada al mismo tiempo 
en dos procesos diferentes (non bes in idem procesal). Entonces, para que opere esta garantía 
constitucional es necesario que la persecución penal recaiga sobre la misma persona y que el 
hecho punible sea el mismo, aclarando que no es necesaria una identidad absoluta en los 
supuestos de hecho, sino que sólo se debe mantener la estructura básica de la hipótesis fáctica.  
 
Este principio está contenido en la letra i) del numeral 7 del Art. 76 de la Constitución de la 
República, que señala que se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá entre otras la 
siguiente garantía: 
 
i)  Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos 
por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. (CRE, 2008) 
 
De igual forma, se encuentra contemplado en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 8.4 de la Convención Americana. 
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Es necesario aclarar que si en el proceso penal se han violado las reglas mínimas que comprende 
el debido proceso, la resolución que el órgano jurisdiccional haya dictado es inválida, carente de 
toda fuerza legal y por lo tanto no puede alegarse el principio en referencia. 
 
 
2.1.1.2.10 Principio de celeridad 
“El proceso público no puede tener dilaciones injustificadas. La investigación y las diferentes 
etapas de la actuación procesal deben estar sometidas a términos rigurosos y de estricto 
cumplimiento.” (García Valencia, 2005, pág. 75) 
 
Este principio del debido proceso, propio de un Estado constitucional de derechos, tiene que ver 
con la duración del proceso penal, con la economía procesal. Aclarando que esta garantía es 
aplicable en todo tipo de proceso. 
 
La actividad investigativa del fiscal debe tener un límite en el tiempo. La presentación 
de la acusación y la convocatoria al juicio oral se tienen que decidir en términos 
razonables y el juicio se debe evacuar con prontitud, justificándose la mora para 
adelantar estas etapas, únicamente por la salvaguarda de las garantías sustanciales. 
(García Valencia, 2005, pág. 76) 
 
Es cierto, que en ocasiones, el proceso penal se dilata de acuerdo a su desarrollo, sin embargo 
cuando se alarga irrazonablemente sin justificaciones válidas y tolerables, se está vulnerando 
este principio. Este derecho garantiza que el proceso penal se desarrolle sin dilaciones indebidas 




2.1.1.2.11 Ser oído ante un juez imparcial, independiente y competente 
Para muchos tratadistas, este es el principio más importante del debido proceso dentro del 
sistema procesal penal. Es tanta la importancia de este principio porque el juez o tribunal penal 
es el que decide acerca de la libertad de una persona que está siendo procesada. 
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Esta garantía consagrada en nuestra Constitución, exige que el tribunal unipersonal o 
pluripersonal que va a dictar la correspondiente sentencia dentro del proceso penal no tenga 
algún interés particular que le impida aplicar correctamente el derecho penal. 
 
El principio en referencia no sólo consta dentro de nuestro ordenamiento jurídico en la 
Constitución de la República, sino también se encuentra desarrollado dentro del Código 
Orgánico de la Función Judicial, el mismo que comprende entre otras cosas las atribuciones y 
deberes de los órganos jurisdiccionales, establecidos en la Constitución y la ley; la jurisdicción 
y competencia de las juezas y jueces. Al respecto, en sus artículos 7, 8 y 9, señala lo siguiente: 
 
a) que la jurisdicción y la competencia nacen de la Constitución y la ley; b) no ejercerán 
la potestad jurisdiccional los jueces o tribunales de excepción ni las comisiones 
especiales creadas para el efecto; c) los jueces solo están sometidos en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional a la Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos 
humanos y a la ley. Al ejercerla, son independientes incluso frente a los demás órganos 
de la Función Judicial; y, d) la actuación de los jueces de la Función Judicial será 
imparcial, respetando la igualdad ante la ley. (Cajas Córdova, 2009) 
 
2.1.1.2.12 Las normas del Debido Proceso se ven afectadas o no por la reserva de la 
indagación previa 
Se puede afirmar de manera inequívoca que la actual Constitución del Ecuador, vigente desde el 
año 2008, constituye una nueva etapa en la evolución del Derecho Constitucional Ecuatoriano y 
de cuyo contenido es menester resaltar su especial orientación a la vigencia efectiva de aquellos 
derechos fundamentales de la persona. La relevancia de ese conjunto de derechos se observa en 
el inició del cuerpo normativo precitado, que en su preámbulo resalta la fidelidad del pueblo 
ecuatoriano a los ideales de libertad, igualdad, justicia, progreso, solidaridad equidad y paz, los 
mismos que le han servido de guía e inspiración en su largo transitar a través de la historia, 
dentro de un procedimiento toda norma debe ser bien aplicada para que esta no surja con efectos 
secundarios, es decir más bien que las normas del debido proceso aplicadas de acuerdo al 
derecho no afectan a que se investigue a una persona o que se abra una investigación, por lo que 
más bien ayudaría a un buen desarrollo y las partes aportarían al esclarecimiento del hecho 
investigado. Por lo que precisamente como lo indica un concepto procesal, en lo referente a 
nuestra legislación nos comprende a establecer que el Debido Proceso son un conjunto de 
normas jurídicas para llevar adelante un buen desarrollo de un procedimiento y en especial las 
garantías básicas previstas en la Constitución Política del Estado, en su Art. 76 con sus 7 
numerales los cuales nos permiten llevar un proceso en cualquier área, ya que el debido proceso 
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es un principio jurídico procesal según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías 
mínimas, tendiente a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del proceso y a permitirle 
tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones. Ha existido desde el punto de vista 
de la doctrina, cierto debate en cuanto a cuál es la naturaleza jurídica del debido proceso, 
algunos autores han llegado a mencionar que se trata de un principio general del derecho y que 
si este es bien aplicado no tiene que afectar a ningún procedimiento por lo que la reserva de la 
indagación previa no se verá afectada siempre y cuando se lleve el procedimiento establecido 
para la investigación. 
 
El profesor John Rawls,  expresa que es aquel razonablemente estructurado para 
averiguar la verdad, de formas consistentes con las otras finalidades del ordenamiento 
jurídico, y también Arturo Hoyos dice; Que es una institución instrumental en virtud de 
la cual se debe averiguar a las partes en todo el proceso, es decir que si hay oportunidad 
para que las partes ejerzan el derecho de aportar elementos lícitos relacionado con el 
objeto del proceso. (Rawls, 1996) 
 
Si bien la institución jurídica del debido proceso está vinculada a varias esferas del derecho, es 
en el ámbito penal donde adquiere su mayor relevancia en atención al valor de los bienes 
jurídicos comprometidos, en especial, el de la libertad personal. “El artículo 76 del Estatuto del 
Estado estatuye que; el Estado reconoce y asegurará a las personas el derecho al debido proceso.  
 
Las garantías dentro de una investigación previa han garantizado mucha importancia ya que es 
en esta parte de la investigación que los sujetos encargados de la investigación, violan garantías 
Constitucionales de orden procesal, puesto que no siguen el camino correcto para la obtención 
de su resultado, en la persecución del delito hasta la ejecución completa de la sentencia. Pues 
debemos aclarar que el debido proceso debe de cumplirse en toda área de investigación 
constituyendo a que se dé una correcta aplicación de la ley, pues este es el remedio para 
prevenir la arbitrariedad de las violaciones en las indagaciones previas y es la forma a que las 
partes se queden en indefensión y sin ejercer el derecho a la defensa, por lo que el debido 
proceso es una justicia adecuada a la medida de la dignidad humana, pues con una correcta 
investigación se obtendrá una excelente condena, la misma que debe ser garantista de un 
procedimiento adecuado y en cumplimiento a lo que exige un estado de derecho para lo que a 
continuación analizaremos el Art 76 de la Constitución del Ecuador: 
 
“Art. 76.- Garantías del Debido Proceso.- 
Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes garantías básicas, sin 
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menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, 
las leyes o la jurisprudencia. 
1.  Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. 
2.  Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no 
se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 
ejecutoriada. 
3.  Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento 
de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa 
o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la 
Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o 
autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada 
procedimiento. 
4.  Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no 
tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria. 
5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun 
cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre 
una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a 
la persona infractora. 
 
6.  La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 
sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza. 
7.  El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
a)  Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento. 
b)  Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 
defensa. 
c)  Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
d)  Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. 
Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 
procedimiento. 
e)  Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía 
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General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin la 
presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los 
recintos autorizados para el efecto. 
f)  Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento. 
g)  En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su 
elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni 
la comunicación libre y privada con su defensora o defensor. 
h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea 
asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 
contradecir las que se presenten en su contra. 
i)  Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 
efecto. 
j)  Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la 
jueza, juez o autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo. 
k)  Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie 
será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas 
para el efecto. 
l)  Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos 
en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no 
se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados. 
m)  Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida 
sobre sus derechos. (CRE, 2008). 
 
 
2.1.1.3 Fundamentación Legal 
En  nuestro país, se ha introducido la figura jurídica de la ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCIÓN, definiéndola en el artículo 94 de nuestra actual Constitución de la República 








Acción extraordinaria de protección 
Art. 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios 
dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera 
atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 
(CRE, 2008). 
 
Esta es la definición que da la Constitución de Montecristi para esta nueva figura jurídica en 
materia de Derecho Constitucional, cuya fundamentación consta a continuación.  
 
a. Análisis de la definición constitucional 
 
De la citada definición se detectan dos factores que se deben dar para interponer esta acción: la 
una es que su objetivo son las sentencias o fallos y los autos definitivos los impugnados; y, la 
otra es la situación jurídica anómala de las sentencias y de los autos impugnados, la cual se da 
por la negligencia del juzgador que dio lugar a la vulneración de un derecho constitucional. 
 
Analicemos por partes cada uno de estos factores: 
 
Se la puede interponer solamente contra fallos o sentencias o contra autos definitivos.- Para que 
se pueda interponer la acción extraordinaria de protección es menester que el fallo o sentencia 
definitiva y el auto que ponga fin a un proceso judicial contra quien se interponga estén 
ejecutoriados o que el auto dictado sea definitivo, es decir, haya resuelto el caso. En otras 
palabras, que la causa haya sido declarada cosa juzgada. 
 
Revisaremos y creo necesario las definiciones de la Codificación del Código de Procedimiento 
Civil1 respecto de la sentencia y del auto: 
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“Art. 269.- Sentencia es la decisión del juez acerca del asunto o asuntos principales del juicio.” 
(CPC, 2012) 
 
Lo definido significa que el proceso o causa ha tenido una resolución. Pero el mismo cuerpo 
legal procesal indica que una sentencia no necesariamente es la parte final de un proceso 
judicial, pues, luego de dictada, cualquiera de las partes (por lo regular, la fallida o quien tuvo 
una sentencia desfavorable) puede ejercer la acción de nulidad, conforme al artículo 301, o los 
recursos ordinarios de apelación y de hecho, articulo 320, y, de ser aplicable, el recurso 
extraordinario de casación, conforme a la Codificación de la Ley de Casación. 
 
Entonces tenemos que una sentencia no se ejecutoria si se ha interpuesto una acción de nulidad 
o un recurso, ya sea ordinario o extraordinario. Según nuestra legislación procesal, la nulidad es 
una acción, más no un recurso, por ello se la puede interponer ante una sentencia que esté 
ejecutoriada (con valor de cosa juzgada), pero siempre que no esté ejecutada, así lo dispone el 
artículo 301 del Código. En cuanto a los recursos, estos pueden ser ordinarios y extraordinarios. 
 
Los recursos ordinarios son: el de apelación, tratado en el parágrafo 1ro., en la sección 10ma.del 
Título I del Libro Segundo de este Código, entre los artículos 323 y 343; y, el de hecho, tratado 
en el parágrafo 3ro. del mismo cuerpo legal, entre los artículos 365 y 372. El recurso 
Extraordinario es el de casación, por cuanto en el no se analiza el proceso sino únicamente la 
legalidad de la sentencia. Está regulado por la Ley de Casación donde se puede apreciar que no 
es un recurso para revisar el proceso (no se recurre un decreto o un auto, como en el caso de 
apelación), solo se recurre contra una sentencia y exige que ella adolezca de los vicios legales 
determinados en el artículo 3 de la Ley. Se lo interpone únicamente ante la Corte Nacional de 
Justicia (originalmente se la interponía ante la extinta Corte Suprema de Justicia), situación de 
jerarquía judicial que también demuestra que tal recurso no es de la línea ordinaria. 
 
En cuanto al auto, la Codificación del Código de Procedimiento Civil define:  
 
“Art. 270.- Auto es la decisión del juez sobre algún incidente del juicio.” (CPC, 2012), Como 
vemos, la definición legal es precisa, pero también diminuta, pues no da mayor explicación 
sobre esta figura jurídica procesal. Para conocer un poco más sobre el efecto del auto, el artículo 
276 del mismo cuerpo legal explica: 
“Art. 276.- En las sentencias y en los autos que decidan algún incidente o resuelvan sobre la 
acción principal, se expresara el asunto que va a decidirse y los fundamentos o motivos de la 
decisión.” (CPC, 2012) 
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Como podemos apreciar, los autos no solo deciden sobre un incidente procesal, sino que su 
decisión puede dar lugar a la resolución de la causa, sin sentenciar, es decir, sin decidir sobre el 
asunto litigioso. 
 
El ejemplo por excelencia es el auto de no admisibilidad de una demanda o de un recurso, ya 





b. Los Principios Constitucionales 
 
 Art. 2.- Principios de la justicia constitucional.- Además de los principios establecidos 
en la Constitución, se tendrán en cuenta los siguientes principios generales para resolver 
las causas que se sometan a su conocimiento: 
 Principio de aplicación más favorable a los derechos.- Si hay varias normas o 
interpretaciones aplicables a un caso concreto, se debe elegir la que más proteja los 
derechos de la persona.- 
 Optimización de los principios constitucionales.- La creación, interpretación y 
aplicación del derecho deberá orientarse hacia el cumplimiento y optimización de los 
principios constitucionales. 
 Obligatoriedad del precedente constitucional.- Los parámetros interpretativos de la 
Constitución fijados por la Corte Constitucional en los casos sometidos a su 
conocimiento tienen fuerza vinculante. La Corte podrá alejarse de sus precedentes de 
forma explícita y argumentada garantizando la progresividad de los derechos y la 
vigencia del estado constitucional de derechos y justicia. 
 Obligatoriedad de administrar justicia constitucional.- No se puede suspender ni 
denegar la administración de justicia por contradicciones entre normas, oscuridad o falta 
de norma jurídica. 
 
Art. 4.- Principios procesales.- La justicia constitucional se sustenta en los siguientes principios 
procesales: 
1. Debido proceso.- En todo procedimiento constitucional se respetarán las normas del debido 
proceso prescritas en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos. 
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2. Aplicación directa de la Constitución.- Los derechos y garantías establecidas en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, serán de directa e 
inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, 
de oficio o a petición de parte. 
 
3. Gratuidad de la justicia constitucional.- El acceso y el servicio de la administración de justicia 
constitucional es gratuito, sin perjuicio de la condena en costas y de los gastos procesales a que 
hubiere lugar de conformidad con el reglamento que la Corte Constitucional dicte para el efecto. 
4. Inicio por demanda de parte.- Salvo norma expresa en contrario, los procesos se inician por 
demanda de parte. 
5. Impulso de oficio.- La jueza o juez tiene el deber de impulsar de oficio los procesos 
constitucionales hasta llegar a su conclusión, salvo en los casos expresamente señalados en esta 
ley. 
6. Dirección del proceso.- La jueza o juez deberá dirigir los procesos de forma activa, controlará 
la actividad de los participantes y evitará las dilaciones innecesarias. En función de este 
principio, la jueza o juez podrá interrumpir a los intervinientes para solicitar aclaraciones o 
repreguntar, determinar el objeto de las acciones, encauzar el debate y demás acciones 
correctivas, prolongar o acortar la duración de la audiencia. 
7. Formalidad condicionada.- La jueza o juez tiene el deber de adecuar las formalidades 
previstas en el sistema jurídico al logro de los fines de los procesos constitucionales. No se 
podrá sacrificar la justicia constitucional por la mera omisión de formalidades. 
8. Doble instancia.- Los procesos constitucionales tienen dos instancias, salvo norma expresa en 
contrario. 
9. Motivación.- La jueza o juez tiene la obligación de fundamentar adecuadamente sus 
decisiones a partir de las reglas y principios que rigen la argumentación jurídica. En particular, 
tiene la obligación de pronunciarse sobre los argumentos y razones relevantes expuestas durante 
el proceso por las partes y los demás intervinientes en el proceso. 
10. Comprensión efectiva.- Con la finalidad de acercar la comprensión efectiva de sus 
resoluciones a la ciudadanía, la jueza o juez deberá redactar sus sentencias de forma clara, 
concreta, inteligible, asequible y sintética, incluyendo las cuestiones de hecho y derecho 
planteadas y el razonamiento seguido para tomar la decisión que adopte. 
11. Economía procesal.- En virtud de este principio, la jueza o juez tendrá en cuenta las 
siguientes reglas: 
a) Concentración.- Reunir la mayor cantidad posible de cuestiones debatidas, en el menor 
número posible de actuaciones y providencias. La jueza o juez deberá atender simultáneamente 
la mayor cantidad de etapas procesales. 
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b) Celeridad.- Limitar el proceso a las etapas, plazos y términos previstos en la ley, evitando 
dilaciones innecesarias. 
c) Saneamiento.- Las situaciones o actuaciones afectadas por la omisión de formalidades pueden 
ser convalidadas por la parte en cuyo favor se establecen. 
12. Publicidad.- Los procedimientos previstos en esta ley serán públicos, sin perjuicio de las 
medidas especiales que tome la jueza o juez para preservar la intimidad de las personas o la 
seguridad del Estado. 
13. Iuranovit curia.- La jueza o juez podrá aplicar una norma distinta a la invocada por los 
participantes en un proceso constitucional. 
14. Subsidiaridad.- Se tomarán en cuenta los demás principios procesales establecidos en la 
legislación ordinaria, en la medida en que sean compatibles con la naturaleza del control 
constitucional. 
 
c. Acción extraordinaria de protección.-   
 
El Art. 94 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta que la: La acción 
extraordinaria de protección procederá contra  sentencias o autos definitivos en los que 
se haya violado por acción u  omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado 
los  recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta 
de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona 
titular del derecho constitucional vulnerado. (CRE, 2008) 
 
La Constitución de la República del Ecuador consagrada una nueva garantía de los derechos 
llamada Acción Extraordinaria de Protección, orientada a proteger los derechos humanos o 
derechos constitucionales que resulten violados en procesos judiciales resueltos por los jueces y 
tribunales en el ejercicio de funciones jurisdiccionales. Por ello es necesario referirnos, 
previamente, a ciertos aspectos importantes del ordenamiento constitucional: 
 
a) El artículo 1 de nuestra  Constitución establece que “El Ecuador es un Estado 
Constitucional de derechos y justicia”, lo que significa que el ordenamiento jurídico en 
el país tiene como fundamento básico la Constitución, principio que armoniza con lo 
que dispone el artículo 426, primer inciso de ese cuerpo jurídico: “todas las personas, 
autoridades e instituciones están sujetas a la Constitución”. En efecto, esto no quiere 
decir que se dejara del lado la Ley, sino que se deben observar los principios, valores y 
reglas establecidos en la Constitución como norma suprema. 
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b) La Constitución normativa, por ello, es una norma jurídica susceptible de aplicación por 
parte de los poderes públicos que deben aplicar las leyes y así lo indica el profesor 
español Luis López Guerra, de que la Constitución deba aplicarse de manera directa: 
La Constitución es un auténtico derecho integrado en el ordenamiento jurídico y que a 
de ser aplicado como tal, según el propio contenido y carácter de cada uno de sus 
preceptos, y no una serie de principios meramente programáticos que no vinculen a los 
sujetos y órganos encargados de velar por el cumplimiento del orden jurídico. 
 
c) Según Carmen Estrella: 
 
La supremacía de la Constitución, como corolario de su carácter normativo, garantiza su 
estatus de norma suprema prevaleciente sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico, 
con la que deban mantener conformidad las normas y los actos del poder público para 
gozar de eficacia jurídica. 
. 
Es decir, el orden jerárquico de aplicación de las normas se encuentra expresamente 
previsto en la Constitución (Art. 425), y corresponde a todo operador jurídico observar 
el carácter supremo de la Constitución y aplicara de manera preferente ante cualquier 
otra norma que es secundaria; esto con el fin de proteger los derechos de las personas en 
el Estado Constitucional. 
 
d) La Constitución es garantista y en su texto consta de derechos reconocidos, así mismo, 
establece los mecanismos garanticen su plena vigencia y su judiciabilidad ante los 
organismos jurisdiccionales competentes. 
 
La Acción Extraordinaria de Protección, en definitiva, constituye el derecho de las personas a 
requerir de la jurisdicción constitucional una sentencia que resuelva sobre la vulneración del 
derecho al debido proceso u otros que hubieren sido vulnerados por un acto u omisión del juez 
que conoció una causa en la justicia ordinaria, mediante el respectivo proceso; se trata, por 
tanto, de otro proceso, en el que se resolverán cuestiones distintas a las que constituyeron la 
pretensión en el juicio cuya decisión se cuestiona en jurisdicción constitucional; 
consecuentemente, es una acción diferente, autónoma, ya que no se trata de un acto dentro del 
proceso ordinario en cuya virtud la parte que se considera agraviada por una resolución judicial 
pide al mismo juez o al superior jerárquico, su reforma o anulación (como conceptúa al recurso 
Lino Enrique Palacio), se trata, por el contrario, del examen sobre la vulneración de derechos, 
distinto al examen de los hechos que constituyeron materia del juicio. En relación al recuro de 
amparo español, Pérez Tremps señala que: 
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El recurso de amparo no permite una revisión total de las previas decisiones judiciales, 
cobrando pleno sentido la idea de que el recurso de amparo es una acción y no en 
recurso en sentido estricto y refiere la doctrina del Tribunal Constitucional “que niega 
que el recurso de amparo sea una nueva instancia, en particular cuando está dirigido 
contra decisiones judiciales. (Pérez Trenmps) 
 
Considero que la discusión en torno al carácter de acción o recurso del amparo o tutela, no 
afecta a la naturaleza de la garantía, incluso en el derecho comparado encontramos que se 
denomina indistintamente: recurso o acción, inclusive, juicio en el caso de México y mandato de 
seguridad en Brasil, cada cual con sus particulares características que responden a la realidad 
jurídica de su país.  
 
García Belaúnde soluciona el debate al calificar a todas las garantías como procesos 
constitucionales. El amparo peruano es un proceso cuya peculiaridad descansa en su naturaleza 
constitucional, es el encargado de velar en forma inmediata y directa por el respeto de la 
supremacía constitucional o por la salvaguarda de los derechos constitucionales, cuyo 
conocimiento puede corresponder a un Tribunal Constitucional o al Poder Judicial. 
 
d. La ley de Garantías Jurisdiccionales y de Control Constitucional dice en su Art. 58 
y siguientes: 
 
Del  Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección de los 
derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con 
fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u omisión derechos reconocidos en 
la Constitución. 
 
Art. 59.- Legitimación activa.- La acción extraordinaria de protección puede ser 
interpuesta por cualquier persona o grupo de personas que han o hayan debido ser parte 
en un proceso por sí mismas o por medio de procurador judicial.  (LOGJCC, 2009) 
Art. 60.- Término para accionar.- El término máximo para la interposición de la acción 
será de veinte días contados desde la notificación de la decisión judicial a la que se 
imputa la violación del derecho constitucional, para quienes fueron parte; y, para 
quienes debieron serlo, el término correrá desde que tuvieron conocimiento de la 
providencia. (LOGJCC, 2009) 
Art. 61.- Requisitos.- La demanda deberá contener: 
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1. La calidad en la que comparece la persona accionante. 
2. Constancia de que la sentencia o auto está ejecutoriada. 
Demostración de haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios, salvo que sean 
ineficaces o inadecuados o que la falta de interposición de estos recursos no fuera 
atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional vulnerado. 
4. Señalamiento de la judicatura, sala o tribunal del que emana la decisión violatoria del 
derecho constitucional. 
5. Identificación precisa del derecho constitucional violado en la decisión judicial. 
6. Si la violación ocurrió durante el proceso, la indicación del momento en que se alegó 
la violación ante la jueza o juez que conoce la causa. (LOGJCC, 2009) 
Art. 62.- Admisión.- La acción extraordinaria será presentada ante la judicatura, sala o 
tribunal que dictó la decisión definitiva; éste ordenará notificar a la otra parte y remitir 





La sala de admisión en el término de diez días deberá verificar lo siguiente: 
 
1. Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los 
hechos que dieron lugar al proceso; 
2. Que el recurrente justifique argumentada mente, la relevancia constitucional del 
problema jurídico y de la pretensión; 
3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo 
injusto o equivocado de la sentencia; 
4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea 
aplicación de la ley; 
5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte 
de la jueza o juez; 
6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de 
esta ley; 
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7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral 
durante procesos electorales; y, 
8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una 
violación grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la inobservancia 
de precedentes establecidos por la Corte Constitucional y sentenciar sobre asuntos de 
relevancia y trascendencia nacional. 
Si declara la inadmisibilidad, archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, juez o 
tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de apelación; si la 
declara admisible se procederá al sorteo para designar a la jueza o juez ponente, quien sin más 
trámite elaborará y remitirá el proyecto de sentencia, al pleno para su conocimiento y decisión. 
La admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción. Esta 
identificación incluirá una argumentación clara sobre el derecho y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión. 
 
Art. 63.- Sentencia.- La Corte Constitucional determinará si en la sentencia se han 
violado derechos constitucionales del accionante y si declara la violación, ordenará la 
reparación integral al afectado. 
La Corte Constitucional tendrá el término máximo de treinta días contados desde la 
recepción del expediente para resolver la acción. 
La sentencia de la Corte deberá contener los elementos establecidos en las normas 
generales de las garantías jurisdiccionales establecidas en esta ley, aplicados a las 
particularidades de esta acción. (LOGJCC, 2009). 
Art. 64.- Sanciones.- Cuando la acción extraordinaria de protección fuere interpuesta sin 
fundamento alguno, la Corte Constitucional establecerá los correctivos y comunicará al 
Consejo de la Judicatura para que sancione a la o el abogado patrocinador, de 
conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial. La reincidencia será 
sancionada con suspensión del ejercicio profesional, de conformidad con lo dispuesto en 
el Código Orgánico de la Función Judicial. (LOGJCC, 2009) 
SANCIONES.- Sin perjuicio de las facultades correctivas otorgadas a los jueces por 
este Código, las sanciones que pueden imponerse a las abogadas y los abogados a que 
se refieren los artículos anteriores, serán impuestas por las direcciones regionales 
respectivas del Consejo de la Judicatura. (LOGJCC, 2009) 
 
 Art. 337.- SUSPENSIÓN DEL EJERCICIO PROFESIONAL.- Serán suspendidos en el 
ejercicio de su profesión las abogadas y los abogados:  
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 1. Cuando hayan recibido sentencia condenatoria por la comisión de un delito, mientras 
dure el tiempo de la pena;  
 2. Cuando se nieguen, sin motivo justificado, a rendir cuentas a sus poderdantes o 
clientes;  
 3. Cuando en cualquier forma apareciere que han incurrido en apropiación, 
malversación, defraudación, exigencia indebida o uso indebido de fondos en daño de 
sus clientes, sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles a que hubiere lugar;  
4. Cuando se preste a que por su intermedio, litiguen personas no autorizadas por la ley; 
y,  
5. El procedimiento reiterado de injuria por parte de la defensora o defensor.  
Que el titular del derecho haya interpuesto los recursos judiciales ordinarios y 
extraordinarios en el término legal. (COFJ, 2009) 
 
 
Los recursos judiciales, tanto ordinarios como extraordinarios, deben haberse agotado dentro del 
término legal. Esto quiere decir: 
 
1. Que el recurso interpuesto debió presentarse dentro del término de tres días para la Apelación 
y para el De Hecho; y, cinco días para el de Casación (quince días para que las entidades 
publicas 
Casen sentencia) o que la acción de nulidad se haya presentado hasta antes de que la sentencia 
se ejecute (301 CPC, Co.), es decir, que si no lo hizo, la Constitución le niega todo derecho a 
hacer uso de esta acción. 
2. Quien debe presentar la acción extraordinaria de protección es el titular de un derecho que 
cree haber sido vulnerado con haberse dictado un fallo que se ejecutorio o un auto definitivo. En 
otras palabras, solo puede ser el legitimario quien puede presentar la acción y no un tercero. 
Este tema será tratado ampliamente en la siguiente parte. 
 
En cuanto al procurador judicial, la Constitución no afirma ni niega su intervención, lo cual 
constituye un vacío que fue cubierto posteriormente con la promulgación de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en su artículo 59, coincidiendo con la 
oportunidad que da el Código de Procedimiento Civil, codificado, de actuar en juicio mediante 
la figura de un tercero que es abogado y nos puede representar judicialmente, excepto en lo 
prescrito en el artículo 39: cuando el actor o el demandado deba practicar alguna diligencia 
como absolver posiciones, reconocer documentos y otros actos de similar naturaleza. Como el 
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planteamiento de esta acción no es una diligencia o un acto incidental, sino un proceso 
Constitucional, el titular o legitimario activo, si puede comparecer a través de un procurador 
judicial. 
 
En definitiva, el titular del derecho debe ser diligente con interponer los recursos judiciales 
dentro del término legal, por lo que la negligencia del actor es castigada con la imposibilidad de 
interponer esta acción (art.94, inciso final). 
 
La acción extraordinaria de protección está ubicada dentro del Título III de la CRE, denominado 
“De las Garantías Constitucionales” y en el Capítulo III que prescribe “De las Garantías 
Jurisdiccionales”, con lo que se deduce que esta acción es una garantía que el Estado debe 
cumplir a favor de sus habitantes o población. 
 
Las garantías constitucionales Según (RAEL, 2010), el término “garantía” tiene una 
acepción precisa en materia constitucional: “garantías constitucionales. Derechos que la 
Constitución de un Estado reconoce a los ciudadanos” Son garantías constitucionales 
desde el derecho a la vida hasta el derecho al libre pensamiento y a la propiedad, siendo 
una muy importante la tutela judicial efectiva. 
 
En efecto, el jurista brasileño, (Guilhermer Marinoni), manifiesta que la garantías 
constitucionales persiguen que se cumpla a cabalidad todos los derechos fundamentales 
proclamados por la Constitución de un Estado, como es el derecho a la tutela judicial 
efectiva de un ciudadano, esto es, que tanto las resoluciones de la administración 
pública como de la administración privada que hayan sido dictadas contra los 
lineamientos o principios prescritos en nuestra Constitución, (que no son otra cosa que 
la proclamación de los derechos fundamentales) puedan ser impugnadas ante la 
administración de justicia para que esta sentencie la inconstitucionalidad de las 
resoluciones y revierta la situación jurídica del reclamante al estado anterior a la 
vulneración del derecho constitucional reparado. 
 
Consecuentemente, el juez es un árbitro entre el Estado y los administrados, esta es la nueva 
filosofía constitucional proclamada por el jurista italiano Luiggi Ferrajoli, padre del neo 
constitucionalismo, por ello la administración de justicia es el medio para solucionar las 
violaciones a los derechos fundamentales hechas por la administración pública o por la 
Administración privada, conforme lo prescribe el artículo 86, numeral 2 de la CRE, al enunciar:  
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“Será competente la jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o donde se 
producen sus efectos…”. (CRE, 2008) 
 
La garantía constitucional de una correcta administración de justicia Así como los 
administradores públicos y privados deben actuar en sus actos y contratos sujetándose a los 
lineamientos constitucionales, de igual manera, los jueces no solo deben dictar justicia conforme 
al legalismo proclamado en el artículo 18 de la Codificación del Código Civil, es decir, 
basándose en adecuar la situación jurídica llevada a ellos para que la juzguen, también deben 
revisar que los hechos juzgados y el derecho reclamado no sean contrarios a la Constitución, 
quien garantiza los derechos fundamentales del ciudadano. Basado en este principio jurídico, 
una sentencia, así sea que con ella el juicio obtenga la calidad de cosa juzgada, o un auto que de 
fin al proceso judicial, pueden ser revisado por un órgano que no es de justicia ordinaria, sino de 
justicia constitucional, para que, si detecta que la sentencia o auto una situación contraria a los 
derechos fundamentales, lo declare sin valor jurídico alguno, y revierta la causa hasta antes de 
su dictamen. Este es el fin de la acción extraordinaria de protección, el ser un garantía del 
cumplimiento de los preceptos constitucionales dados en la República del Ecuador, vigente 
desde el año 2008. 
 
Es una acción La acción extraordinaria de protección es una de las seis garantías 
jurisdiccionales creadas por nuestra actual Constitución, en cuyo artículo 94 la define como una 
acción. Según el diccionario jurídico (Cabanellas, 2010, pág. 17), la acción es el reclamo 
plasmado en una demanda con la que se Inicia un proceso judicial, que lo plantea la persona que 
se sienta con derecho a exigir la reposición de un faltante o de un perjuicio. Este concepto 
jurídico manifiesta, claramente, que todo proceso judicial se inicia con una acción.  
 
A diferencia del recurso, que es la continuación de un juicio interpuesto ante un tribunal de 
jerarquía superior a la del juzgador emisor de una sentencia o de un auto no definitivo, para que 
sea revisado todo el proceso y rectifique el fallo o el auto recurrido (la apelación); o, para que se 
revise únicamente la sentencia o fallo recurrido por tener errores de aplicación, de falta de 
aplicación o de errónea interpretación de normas jurídicas o de citadas jurisprudencias o en la 
valoración de la prueba, que hayan incidido directamente en la parte resolutiva de la sentencia 
recurrida (la casación). 
 
El Constituyente de Montecristi quiso que la naturaleza de esta garantía sea una acción para que 
con ella se inicie un procedimiento judicial en sede constitucional. La acción extraordinaria de 
protección constitucional, como su nombre lo indica, no es un recurso sino una acción por 
consistir en una demanda o reclamo con el que se inicia un proceso judicial dentro del Derecho 
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Procesal Constitucional. Por consiguiente, su naturaleza jurídica es litigiosa, tal como lo 
demuestra el primer párrafo del artículo 94 al definir que “procederá contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional.” 
 
Precisiones de la naturaleza jurídica litigiosa Por no tratarse de un recurso, sino de una acción, 
en esta garantía jurisdiccional se deducen las siguientes situaciones jurídicas:  
 
a. Esta acción se interpone contra fallos y autos dictados por la administración de justicia.- Esta 
acción se la plantea a fin de atacar las resoluciones de carácter definitivo que hayan sido 
emitidas solamente por la administración de justicia. A contrario sensun, no se la puede plantear 
contra resoluciones dictada en sede administrativa, es decir, por la administración pública. 
b. Cumple con garantizar la tutela judicial efectiva.- El garantizar la tutela judicial efectiva es un 
derecho constitucional que el Estado debe garantizar a sus habitantes, es por ello que el primer 
artículo de la CRE enuncia que el Estado ecuatoriano es de derechos y de justicia. Esa garantía 
se efectúa a través de los jueces ordinarios (de primera y segunda instancia), planteando 
acciones constitucionales de protección, de habeas corpus, de habeas data y de acceso a la 
información contra resoluciones dictadas en sede administrativa; y, a través de los jueces 
constitucionales (la Corte Constitucional) planteando acciones de inconstitucionalidad y 
acciones extraordinarias de protección, esta última contra resoluciones ejecutoriadas dictadas en 
sede judicial, en todo tipo de juicios: civiles, de inquilinato, penales, de tránsito y de menores, 
cuya parte resolutiva sea contraria a los principios constitucionales, a fin de eliminarles su 
eficacia jurídica. 
c. Actúa contra acciones u omisiones del juzgador.- Esta acción implica que la tutela judicial 
efectiva a la que están obligados los jueces y juezas de la República del Ecuador podría ser 
violada por acción o por omisión. Por acción es cuando el juzgador dicta una sentencia  
definitiva (de última instancia o de casación) contraria a los preceptos constitucionales que son 
los derechos fundamentales del ciudadano; y, por omisión, cuando el juzgador emite un auto de 
no admisibilidad de una acción o de un recurso, con lo cual concluye un juicio. En este último 
caso, el juzgador no ha analizado el recurso interpuesto, solamente reviso su admisibilidad de 
mero derecho sin revisar los principios constitucionales reclamados en el recurso rechazado. 
 
La naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección se resume en los siguientes 
ítems: 
 
- su naturaleza es ser una acción y no un recurso, 
- su naturaleza es litigiosa, 
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- su finalidad es conseguir que se cumpla la tutela judicial efectiva garantizada por el Estado y 





2.1.2 Definiciones de términos básicos 
Efectividad: Capacidad o habilidad para lograr el  efecto deseado, esperado o anhelado. 
 
Eficacia: (Del lat. efficacia) Es la capacidad o virtud para obrar o para conseguir un resultado 
determinado.  (Wikkipedia.org) 
 
Derecho: Proviene del término latino DIRE CTUM , que significa “lo que está conforme a la 
regla”. El derecho se inspira en postulados de justicia y constituye el orden normativo e 
institucional que regula la conducta humana en sociedad. La base del derecho son las relaciones 
sociales, las cuales determinan su contenido y carácter. Dicho de otra forma, el derecho es un 
conjunto de normas que permiten resolver los conflictos en el seno de una sociedad. 
(definicion.de, 2014) 
 
Justicia: La justicia depende de los valores de una sociedad y de las creencias individuales de 
cada persona. El concepto tiene su origen en el término latino IUSTITĬA  y permite denominar a 
la virtud cardinal que supone la inclinación a otorgar a cada uno aquello que le pertenece o lo 
concierne. Puede entenderse a la justicia como lo que debe hacerse de acuerdo a lo razonable, lo 
equitativo o lo indicado por el derecho. Por otra parte, la justicia hace referencia al Poder 
Judicial y a las sanciones o penas. De esta forma, cuando la sociedad “PIDE JUSTICIA”  
frente a un crimen, lo que hace es pedir al Estado que garantice que el crimen sea juzgado y 
castigado con la pena que se merece de acuerdo a la ley vigente. (definicion.de, 2014) 
 
Acción: Originado en el vocablo en latín ACTIO , el concepto de acción se refiere a dejar de 
tener un rol pasivo para pasar a hacer algo o bien a la consecuencia de esa actividad. Se trata 
también del efecto que un agente tiene sobre una determinada cosa, del desarrollo de un 
combate, una lucha o una pelea, de un conjunto de determinados movimientos y gestos o de una 







2.1.2.1.1 Garantía Jurisdiccional:  
(Zambrano, 2011) Nos recuerda en su trabajo: 
El control dual o paralelo de constitucionalidad como garantía de la jurisdicción 
constitucional en un Estado Constitucional de Derecho3, que el estado constitucional de 
derecho asienta su paradigma en la subordinación de la legalidad a Constituciones 
rígidas con un rango jerárquico 
Superior a las leyes como normas de reconocimiento de su validez. 
 
Esto significa que: 
 
a) La validez de las normas no depende exclusivamente de la forma de producción sino además 
de la compatibilidad de sus contenidos con los principios constitucionales; 
b) La ciencia jurídica propone una visión crítica en relación con su propio objeto y propone la 
eliminación o corrección de las lagunas y antinomias que surgen de la violación de las 
prohibiciones y obligaciones de contenido establecidas por la Constitución; 
c) La actividad jurisdiccional se fortalece en la medida que debe aplicar las normas, y siempre 
que éstas sean formal y sustancialmente compatibles con la Ley Fundamental; 
d) Se configura un límite y un complemento para la democracia. 
 
Un límite, porque los derechos incorporados a la constitución implican prohibiciones y 
obligaciones impuestas a los poderes y a las mayorías, que de no mediar dicha interdicción, 
alcanzarían el grado de absolutos. Un complemento, porque estas prohibiciones y obligaciones 
se configuran como garantías de los derechos de todos frente a los abusos de tales poderes, que 
podrían de otro modo fagocitar el propio sistema democrático. 
 
2.1.2.1.2 Función de la Corte Constitucional respecto a la AEP: 
 
El  papel   de   la  Corte   Constitucional  se  concentra , en   la  comprobación de vulneraciones 
a derechos  constitucionales o debido proceso  en decisiones  judiciales  firmes, definitivas o 
ejecutoriadas.  En el caso de detectar una vulneración debe declararla  junto con 
la  identificación  clara  del  momento   procesal   en  la  que  surgió.    
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Luego  de  ello  la  Corte devolverá   el expediente al juzgado, Corte o Tribunal de origen con la 
finalidad de que en respeto a la tutela judicial imparcial se vuelva 
a juzgar desde el  momento   procesal identificado. 
 
Con este proceder  y forma de concebir  la reparación  integral, la Corte reafirma, 
conforme    a   la   naturaleza    de   la   acción   extraordinaria   de   protección    advertida    en 
innumerables fallos dictados  por la Corte Constitucional,  y de los presupuestos previstos  en el 
artículo 62 de la LOGJCC,   que no es una instancia  adicional, todo lo contrario,  se limita a 
verificar  la  vulneración de  derechos   constitucionales  o  debido  proceso,   pero  jamás  ha 
sentenciado  de manera definitiva  cuando se trata de decisiones  judiciales  provenientes de la 
justicia ordinaria. 
 
2.1.2.1.3 Acción extraordinaria 
(Mejia, 2010) Esta, no es una acción común, es extraordinaria, excepcional, dice la 
Corte Constitucional, en sus autos de admisión, es diferente a las acciones comunes se 
la plantea por motivos puntuales y excepcionales ante un órgano diverso de los 
ordinarios, ante la Corte Constitucional y se la tramita en forma diferente de los 
procesos comunes, con normas y reglas diversas. Desde otro punto de vista: se 
denomina extraordinaria a esta acción porque fue añadida al sistema jurídico por la 
Constitución del 2008 de tal manera que, actualmente, el sistema jurídico ecuatoriano ya 
no funciona de la misma manera que funcionó,, sino en forma muy diferente con otro 
modelo de arquitectura jurídica. 
 
2.1.2.1.4 Debido proceso 
(Zavala, 2002) Se entiende por tal aquel en el que se respeten las garantías y derechos 
fundamentales, previstos en la Constitución, en las leyes que rigen el ordenamiento 
legal del país, y en los pactos, tratados y convenios que han sido ratificados y que en 
consecuencia forman parte de la normativa interna del país y que son de forzoso e 
incuestionable cumplimiento.  
 
El debido proceso penal por su especificidad, tiene que ver con el respeto a las garantías y 
derechos fundamentales, que le asisten a cualquier ciudadano que es objeto de una imputación 
delictiva o que es sometido a un proceso penal. La legalidad del debido proceso penal es un 
imperativo propio de la vigencia de un Estado de Derecho en el que deben hacerse efectivos los 
principios rectores del proceso penal, que en definitiva constituyen y dan contenido a la garantía 
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2.1.2.1.5 Derechos Fundamentales 
(Atienza, 2001)En una importante entrevista que realiza el Prof. Manuel Atienza de la 
Universidad de Alicante al Prof. Robert Alexy, dice en diferentes momentos al referirse al 




En mi concepción, los principios tienen el carácter de mandatos de optimización. 
Además los bienes colectivos pueden también ser objeto de regulación de los principios. 
Eso nos lleva a que en la contestación a la pregunta de si se ha lesionado un derecho 
fundamental juegue un papel central el principio de proporcionalidad y, con ello, la 
ponderación. 
 
En otro momento dice el Prof. Robert Alexy:  
 
En mi Teoría de los derechos fundamentales, he tratado de resolver el problema de las 
necesarias demarcaciones de los derechos fundamentales con una teoría de los 
principios, cuya base es la tesis de que los derechos fundamentales en cuanto normas 
tienen la estructura de mandatos de optimización. Eso lleva a poner al principio de 
proporcionalidad en el centro de la dogmática de los derechos fundamentales, lo que 
tiene la consecuencia práctica de que en muchos casos lo decisivo sobre el contenido 
definitivo de los derechos fundamentales es la ponderación. 
 
Posteriormente nos dice el profesor de la Universidad de Kiel, Robert Alexy, que no 
puede haber coherencia sin ponderación, que ésta obedece a un procedimiento racional. 
Reconoce que en más de una ocasión entran en colisión diferentes principios, y para 
solucionar el conflicto debemos acudir a la ponderación.  
 
En su libro Los Fundamentos De Los Derechos Fundamentales, (FERRAJOLI, 2001): 
 
En el paradigma  del Estado Liberal, la ley,  fuera cual fuera su contenido, era 
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considerada fuente suprema e ilimitada del derecho. En el paradigma  garantista no 
solamente se programan las formas de producción del derecho mediante normas 
procedimentales sobra la formación de las leyes, sino que además, se diseña sus 
contenidos sustanciales y se los vincula normativamente con los principios de justicia 
derivados de los derechos fundamentales inscriptos en las Constituciones definidas 
como un sistema de reglas formales y sustanciales, y que, en su naturaleza de pacto 
fundante, están dirigidos a asegurar  la paz y la convivencia civil. En este contexto 
señala que: La esencia del constitucionalismo y del garantismo” lo que denomina 
democracia sustancial, “ reside precisamente en el conjunto de límites impuestos por las 
constituciones a todo poder, que postula en consecuencia una concepción  de la 
democracia como sistema frágil y complejo de separación y equilibrio entre poderes, de 
límites de forma y de sustancia a su ejercicio, de garantías de los derechos 
fundamentales, de técnicas de control y de reparación contra sus violaciones. Un 
sistema  en el cual la regla de la mayoría y la del mercado valen solamente para aquello 
que podemos llamar la esfera de lo discrecional, circunscripta y condicionada por la 
esfera de lo que está limitado, constituida justamente por  los derechos fundamentales 
de todos: los derechos de la libertad, que ninguna mayoría puede violar, y los derechos 
sociales –derechos a la salud, a la educación, a la seguridad social  a la subsistencia- que 




La eficacia y efectividad son elementos que carece la Acción Extraordinaria de Protección por 
lo que realizaremos un estudio analítico para poder brindar así  una solución de mejora y así esta 
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2.3.1 Variables Independientes 
 
Procedimiento y fundamento jurídico de la Acción Extraordinaria de Protección. Y el desconocimiento de la normativa Art. 94 de la Constitución de la 
República del Ecuador. 
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2.3.2 Variables Dependientes 
 
Hemos visto que esta Acción carece de eficacia y efectividad ya que debido a estas razones esta garantía no ha encubierto en si a las personas 
vulneradas de esta llamada “garantía” además de que esta norma legal no ha generado satisfacción entre las personas ya que también existe falta de 
esclarecer la ley para poder solicitar y seguir los requisitos pertinentes de la misma. Tanto como de que se cumpla la acción o resultado de una manera 
adecuada  de esta normativa impuesta en la Constitución de la Republica del 2008.        
Gráfico 3. Gráfico Constelación de Ideas V.D  
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 CAPÍTULO III. MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Tipos de investigación  
3.1.1 Investigación bibliográfica  
Amplia y profundiza el conocimiento, con apoyo, principalmente, de medios impresos, 
audiovisuales o electrónicos. La originalidad del estudio se refleja en el enfoque, criterio, 




3.1.2  Investigación de campo  
Es el análisis sistemático de problemas con el propósito de describirlos, explicar sus causas y 
efectos, entender su naturaleza y factores constituyentes o predecir su concurrencia. Los datos son 
recogidos directamente de la realidad. 
 
 
3.1.3 Investigación histórica  
Trata dela experiencia pasada, se relaciona no sólo con la historia, sino también con las ciencias de 
la naturaleza, con el derecho, la medicina o cualquier otra disciplina científica. El investigador 
cuenta con las fuentes primarias y secundarias obteniendo pruebas e información. 
 
Este tipo de investigación busca reconstruir el pasado de la manera más objetiva y exacta posible, 
para lo cual de manera sistemática recolecta, evalúa, verifica y sintetiza evidencias que permitan 
obtener conclusiones válidas, a menudo derivadas de hipótesis.  
 
 
3.1.4 Investigación descriptiva  
Es más específica que la investigación exploratoria ya que las preguntas aparecen guiadas por 
taxonomías, esquemas descriptivos o tipologías. 
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Esta investigación tiene como interés en establecer las propiedades del objeto a ser clasificadas al 
interior de los esquemas. Los estudios descriptivos dan por resultado un diagnóstico. 
 
En el presente trabajo investigativo aplicaré la presente investigación. 
 
 
3.2 Población o muestra  
La muestra es un subconjunto de la población. Sus principales características son: 
 
REPRESENT ATIVA .- Se refiere a que todos y cada uno de los elementos de la población tengan 
la misma oportunidad de ser tomados en cuenta para formar dicha muestra. 
 
ADECUADA Y VÁLIDA . -  Se refiere a que la muestra debe ser obtenida de tal manera que permita 
establecer un mínimo de error posible respecto de la población. 
 
Para que una muestra sea fiable, es necesario que su tamaño sea obtenido mediante procesos 
matemáticos que eliminen la incidencia del error. 
 
ELEMENTO O INDIVIDUO 
 
Unidad mínima que compone una población. El elemento es el número de casos que presentaron 
esta garantía (AEP), y se denomina unidad investigativa. 
 





n = el tamaño de la muestra. 
N = tamaño de la población. 
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Desviación estándar de la población que, generalmente cuando no se tiene su valor, suele 
utilizarse un valor constante de 0,5. 
Z = Valor obtenido mediante niveles de confianza. Es un valor constante que, si no se tiene su 
valor, se lo toma en relación al 95% de confianza equivale a 1,96 (como más usual) o en relación al 
99% de confianza equivale 2,58, valor que queda a criterio del investigador. 
e = Límite aceptable de error muestra que, generalmente cuando no se tiene su valor, suele utilizarse 





Gráfico 4.  Población o muestra 
N = 
250 











240,1   




n = 80,6435   
  
   
n = 81   
        Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
 
 
Una vez calculado la MUESTRA ES DE 81. 
 
La investigación se realizara en la ciudad de Quito, con una muestra de 81 personas, que han 




3.3 Métodos  
3.3.1 Método científico  
Se utilizará este método por ser  necesario dar una explicación amplia, con bases científicas al 
problema de la investigación, esto es la importancia y problemática actual de la acción 
extraordinaria de protección, visto desde varios aspectos jurídicos y doctrinarios.  
 
Este método me sirve porque en definitiva es el método básico y, agrupa a todos los demás 
métodos, de modo que el análisis de los datos recogidos conforme a los demás métodos van a ser, 
por este método, descompuesto en partes o características, una vez hecho aquello podremos 
sintetizar esas partes y hacer un todo. Además luego de realizar lo mencionado haremos una 
descripción de los elementos lo que nos permite conocer mejor el problema y buscar la solución 
más adecuada. 
 
3.3.1.1 El método analítico  
El Método analítico es aquel método de investigación que consiste en la desmembración de un todo, 
descomponiéndolo en sus partes o elementos para observar las causas, la naturaleza y los efectos. El 
análisis es la observación y examen de un hecho en particular. Es necesario conocer la naturaleza 
del fenómeno y objeto que se estudia para comprender su esencia. Este método nos permite conocer 
más del objeto de estudio, con lo cual se puede: explicar, hacer analogías, comprender mejor su 
comportamiento y establecer nuevas teorías. 
 
3.3.1.2 Método inductivo 
Es un modo de razonar que nos lleva: 
a) De lo particular a lo general. 
b) De una parte a un todo. 
 
Inducir es ir más allá de lo evidente. La generalización de los eventos es un proceso que sirve de 
estructura a todas las ciencias experimentales, ya que éstas—como la física, la química y la 
biología— se basan (en principio) en la observación de un fenómeno (un caso particular) y 





3.3.1.3 Método deductivo 
Es un tipo de razonamiento que nos lleva: 
 
a) De lo general a lo particular. 
 
b) De lo complejo a lo simple. 
Pese a que el razonamiento deductivo es una herramienta del conocimiento científico, si el avance 
de la ciencia se diera sólo en función de él, éste sería muy pequeño. Esto se debe a que nuestra 
experiencia como humanos es limitada, depende de nuestros sentidos y de nuestra memoria. 
 
 
3.3.2 Técnicas  
Las técnicas son los procedimientos e instrumentos que utilizamos para acceder al conocimiento del 
tema planteado, en este caso, utilizaremos casos prácticos, aplicando la observación. 
 
 
3.3.2.1 Observación  
Es la captación de hechos y fenómenos a través de los órganos de los sentidos, especialmente la 
vista y oído, por lo que se requiere de la presencia física del investigador en el lugar de los hechos 
que se desee investigar. La observación se realizara a los casos planteados o que han solicitado la 
Acción Extraordinaria de Protección, de este proyecto que detectara  y asimilara la información de 
los hechos que se están o no generando, o el registro de los datos utilizados los sentidos como 




3.3.2.2 Entrevista  
Es una conversación entre dos personas por lo menos, en la cual: uno es el entrevistador y otro son 
los entrevistados; estas personas dialogan con respecto a una problemática en cuestión, que servirá 
para dilucidar razones y efectos de una investigación. 
 
 
3.3.2.3 Encuesta  
Es una técnica utilizada para recoger información sobre el tema de investigación en forma escrita, 
para lo cual se vale de un cuestionario debidamente estandarizado y esquematizado, que es 
entregado a las personas para ser llenado libremente, se la puede realizar a un grupo o a varios 
grupos de personas. En un estudio que se realiza sobre una muestra representativa de personas que 
pertenecen a un grupo más amplio, en donde se utilizan procesos estandarizados de interrogación 
con los fines de conseguir mediciones de tipo cuantitativas a partir de características objetivas y 
subjetivas de una población. 
 
 
3.3.2.4  Visita domiciliaria  




3.3.3 Instrumentos  
Se emplearan las técnicas de investigación, las referidas a la encuesta como su instrumento el 
cuestionario se empleará para recoger información a la totalidad de los integrantes de la muestra 




3.3.3.1 Diario de campo  
El diario de campo es un instrumento utilizado por los investigadores para registrar aquellos hechos 
que son susceptibles de ser interpretados. En este sentido, el diario de campo es una herramienta 




























3.3.3.2 Formulario del cuestionario  
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 




Cédula de Identidad:……………………..  Número telefónico……………….. 
Dirección Domiciliaria……………………………………………………………… 
1.- ¿Sabe usted que la Acción Extraordinaria de protección surgió con la nueva Constitución 
de la República del Ecuador? 
Si……………... No…………………. Desconozco……………………... 
2.- ¿Sabe usted cuál es el objetivo principal de la Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………...                                  No………………….  
3.- ¿Conoce usted cuáles son los Jueces competentes que conocen y resuelven la acción de la 
Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………...                                  No………………….  
4.- ¿Sabe usted qué función cumple la Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………... No…………………. Desconozco……………………... 
5.-  ¿Conoce usted que la Acción Extraordinaria de Protección garantiza a casos penales?    
Si……………... No…………………. Desconozco……………………... 
6.- ¿Sabe cuáles son los requisitos para solicitar la Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………...                                  No………………….  
7.- ¿Conoce como procede la Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………...                                  No………………….  
8.- ¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección es efectiva? 
Si……………...                                  No………………….  
9.-  ¿Cree usted que tiene ineficacia la Acción Extraordinaria de Protección? 
Si……………... No…………………. Desconozco……………………... 
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10.- ¿Sabía usted que las Garantías Constitucionales protegen  los Derechos fundamentales de 
toda persona? 































3.4 Recolección de la información  
Según la información que pudimos recolectar hemos visto que: 
 
1.- ¿Sabe usted que la Acción Extraordinaria de protección surgió en Ecuador con la nueva 
Constitución de la República del Ecuador? 
Gráfico 5 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 





















2.- ¿Sabe usted cuál es el objetivo principal de la Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 6 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
- Un 30%  de la muestra,  conocen el objetivo principal de la Acción Extraordinaria de 
Protección. 
 
3.- ¿Conoce usted cuáles son los Jueces competentes que conocen y resuelven la acción de la 
Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 7 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
- La mayoría en un 79% no sabe, quiénes son los Jueces competentes para  resolver la acción 














4.- ¿Sabe usted qué función cumple la Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 8 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
 
 -      En un 40% de la población, sabe cuál es  la función que tiene la Acción Extraordinaria de     
Protección. 
 
5.- ¿Conoce usted que la Acción Extraordinaria de Protección garantiza a casos penales? 
Gráfico 9 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
 
















6.- ¿Sabe cuáles son los requisitos para solicitar la Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 10 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
      -    Un 85% no sabe cuáles son los requisitos  para solicitar la Acción Extraordinaria de 
Protección 
 
7.- ¿Conoce como procede la Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 11 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 













8.- ¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección es efectiva? 
Gráfico 12 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
-    Un 20% asegura que es efectiva la Acción Extraordinaria de Protección. 
9.-  ¿Cree usted que tiene ineficacia la Acción Extraordinaria de Protección? 
Gráfico 13 
 
Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 


















Fuente: Abogados y ciudadanía  
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
 


























3.5 Procesamiento y análisis de la información 
Según investigaciones un número de 250 casos penales solicitaron la Acción Extraordinaria de 
Protección en el año 2013 en la Ciudad de Quito.  
 
Según la fórmula de la muestra y como resultado dio el estudio hacia 81 personas-casos. Y según la 
información presentada por la Corte Constitucional tenemos los siguientes datos: 
 
Gráfico 15. Acción extraordinaria de protección, casos penales 2013 
 
 
Fuente: C.C., Consulta causas por fecha y caso, enero a diciembre 2013. 
Elaborado por: Jessica Atiencia P. 
 
Análisis de la información  
 
La Acción Extraordinaria de Protección es una garantía jurisdiccional  que llego con la Constitución 
del 2008 al Ecuador, consiste en una suerte de amparo contra decisiones judiciales que violen 
derechos constitucionales. En consecuencia es importante evaluar la forma como esta institución ha 
comenzado a funcionar en el país. Debe recordarse que conforme a la Constitución, es la Corte 
Constitucional  la que tiene competencia para decidir en estos casos. Sin embargo, muchos jueces se 





ACCION EXTRAORDINARIA DE PROTECCION, 





la petición, en lugar de limitarse a remitir el expediente a  la Corte Constitucional para que sea ésta 
la que decida. 
 
En efecto, el cuadro nos muestra que al menos cuatro de cada diez acciones de protección son 
negadas por los jueces porque ellos las consideran improcedentes. Esta situación no es 
jurídicamente aceptable puesto que como se indicó, conforme a la Constitución, es la Corte 
Constitucional la que tiene competencias exclusivas en este sentido. 
 
El examen cualitativo de casos evidenció un patrón en los últimos meses del año de utilización de la 
acción extraordinaria de protección, como un mecanismo casi automático de impugnación, tras la 
negativa a la apelación de la acción de protección. 
 
De esta forma, se plantea la hipótesis que un mal funcionamiento de las garantías constitucionales 





1) Pese al decidido fortalecimiento de las garantías jurisdiccionales en la Constitución del 2008, 
estos resultados muestran que las prácticas y cultura judicial así como parte de la legislación actual 
apuntan en un sentido contrario, una orientación formalista y restrictiva de la protección de 
derechos. 
2) La acción extraordinaria de protección, como antes sucedía muestra incluso mayores niveles de 
restricción debido a la exigencia legal de agotar primero otros recursos. 
3) El habeas corpus, con frecuencia, es tramitado por los jueces como un proceso de la justicia 
ordinaria, sin atender a su urgencia y simplificación, lo cual deriva en una débil protección del 
derecho a la libertad y del debido proceso. 
4) Los tiempos de trámite de esta garantía es aun excesivos respecto a los máximos establecidos 
constitucional y legalmente, lo cual es contrario a su carácter oportuno y efectivo orientando al 
establecimiento de medidas urgentes y de reparación integral, como establece la Constitución. 
5) La carga procesal de los jueces de primer nivel y de los tribunales no puede justificar esta demora 
puesto que los datos indican que estos jueces conocen solo de una a dos procesos constitucionales 
por mes. Esta carga procesal es mayor en el caso de las cortes provinciales. 
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En definitiva, es urgente profundizar en el análisis y sobre todo en las acciones tendientes a una 
mayor efectividad de las garantías jurisdiccionales. Los datos presentados evidencian aun  
profundas brechas entre la Constitución escrita y la situación real de los derechos y las garantías de 
las personas y los colectivos. 
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 CAPITULO IV. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
4.1 Caso Práctico No. 1. Caso No. 0545-12-EP 
En este caso la Corte Constitucional acepta la Acción Extraordinaria de Protección: 
 
Acción extraordinaria de protección, presentado por Lothar Enrique Ranft Rivas, en contra de la 
sentencia de 14 de noviembre del 2011, dictada por la segunda sala de lo penal de la corte nacional 
de justicia, dentro del juicio por el delito de utilización dolosa de documento falso nro. 654-2010, 
871-2011, 0001-2010, mediante la cual se resolvió declarar improcedente el recurso de casación 
presentado por el señor Ranft Rivas y declara procedente el recurso de casación interpuesto por el 
señor Cesar Augusto Vallejo Schwarzenbach, casa la sentencia dictada por el quinto tribunal de 
garantías penales de pichincha y enmendando el error de derecho en que se ha incurrido se dicta 
sentencia absolutoria confirmando su estado de inocencia, se deja sin efecto las medidas de orden 
real. Ya que se sustancio  por una clase de delito (uso doloso de documento falsificado) y el 
juzgador de última instancia se fundamenta en el análisis de otra clase de ilícitos (falsificación de 
documentos públicos y privados) que nada tienen que ver con el asunto materia de la litis. Se acepta 
la acción extraordinaria de protección. 
 
 
4.1.1 Análisis e interpretación de resultados 
En este caso lesiona la seguridad jurídica y la garantía del debido proceso prevista en el artículo 76 
numeral 1 de la Constitución de la Republica, vulneran los derechos constitucionales.  
 
Y como la Corte Constitucional acepta la AEP, solicita como medida de reparación dejar sin efecto 
la sentencia dictada por la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional De Justicia y dispone sean 
otros jueces  de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional quienes conozcan y resuelvan el caso, en 





4.2 Caso Práctico No. 2. Caso No. 1227-12-EP 
 
En este caso la Corte Constitucional niega la Acción Extraordinaria de Protección: 
 
Acción extraordinaria de protección, presentada por Wilson Guaranda Mendoza, Coordinador 
Nacional de la dirección nacional de protección de derechos humanos y otros, en contra de la 
sentencia de 19 de junio del 2012, dictada por la sala de lo penal de la corte nacional de justicia, 
mediante la cual se resolvió declarar sin lugar la casación interpuesta, por falta de fundamentación 
de los recurrentes y se ratifica en todas sus partes la sentencia subida en grado, dentro del juicio nro. 
841-2010-yp, seguido por Iván Marcelo Cárdenas Martínez en contra de Wilson Barahona Chica. 
Se desprende que existieron  dos contratos de compraventa  de un mismo automóvil,  suscrito por 
Iván Cárdenas, se esclareció que un contrato fue falsificado. Por lo anterior el señor Cárdenas 
Martínez conjuntamente con la fiscalía  interpuso denuncia penal por falsificación y uso doloso de 
documento público en contra de Wilson Barahona. Con el argumento de un documento privado que 
no hace fe en juicio.  
 
La sentencia de la Corte Constitucional declara que no existe vulneración de los derechos 
constitucionales. Por lo tanto niega la Acción Extraordinaria de Protección. 
 
 
4.2.1 Análisis e interpretación de resultados 
Los accionantes consideran vulnerados de forma principal el derecho al debido proceso en la 
garantía específica del derecho a la defensa y concretamente, el derecho a presentar pruebas 
contenido en el artículo 76 numeral 7 literal h de la Constitución. 
 
En este caso la Corte Constitucional niega la Acción Extraordinaria de Protección, declara que no 









Que los resultados obtenidos según investigación realizada sobre el número de acciones aceptadas 
por la Corte Constitucional da como efecto un alto índice de casos negados o que no proceden. 
Se observó en el estudio analítico que es muy restrictivo el proceso normativo para acoger una 
acción extraordinaria en la Corte Constitucional. 
Se puede observar con base en la historia jurídica que la Acción Extraordinaria es una garantía tal 
que garantizan a los derechos vulnerados y que con ese fin fue interpuesta en la Constitución. 
Que no deben confundir como una instancia más sino más bien como acción misma que los és. 
De igual forma el presente estudio ha podido determinar que en si esta es una garantía necesaria en 
nuestro país pero que realmente existe  una gran brecha entre la realidad legal y los casos ya que los 







La recomendación va dirigida hacia la función judicial  ya que es preciso superar la actividad de las 
instituciones del Estado, encargados de emitir justicia para que exista una correcta y eficiente 
administración de justicia. Además de aceptar la petición de reforma legal que se va a realizar. Así 
mejorando la función como entes que velan por la ciudadanía. 
Es eminente la necesidad de plantear una propuesta de reforma legal, para que el proceso deje de ser 
tan restrictivo; y no se rechace de manera total cuando algún caso que solicite la Acción 
Extraordinaria de Protección así le falte algún requisito, sino más bien, les den un tiempo estimado 
para entregar lo faltante. También un llamado al Gobierno para que realice campañas o 
capacitaciones a la ciudadanía para que conozcan un poco más del contenido de la Constitución 
Política del Ecuador.  Y así concurran más a esta garantía ya que así será eficiente. Y sacar todo el 
provecho posible de esta acción. El rol del Estado como ente protector que brinde el apoyo 
necesario para que su trabajo no se vea obstaculizado por cualquier razón sea esta índole política o 
presupuesto. 
Y así respetar como tal el debido proceso y que no se vulneren los derechos de las personas, ya que 












 CAPITULO V. PROPUESTA 
Para que  la Acción de Extraordinaria de Protección sea eficaz y efectiva, se planteara una reforma 
legal para que se instruya en la normativa respectiva, es decir, se  enmiende los errores que se han 
podido ocasionar en estos últimos años en la administración de justicia  y de esta manera sea más 
eficiente y cumpla con su objetivo principal el de garantizar los derechos de las personas 
vulneradas. 
La reforma legal se encargara para que el proceso deje de ser tan restrictivo; y no se rechace de 
manera total cuando algún caso que solicite la Acción Extraordinaria de Protección así le falte algún 
requisito, sino más bien, les den un tiempo estimado para entregar lo faltante. También un llamado 
al Gobierno para que realice campañas o capacitaciones a la ciudadanía para que conozcan un poco 
más del contenido de la Constitución Política del Ecuador y exista una mejora en la AEP en lo que 
se refiere a la forma de esta garantía,  en la Constitución Política del Ecuador. 
 
5.1 Justificación  
Se pretende que la Acción  Extraordinaria de Protección sea más eficaz y efectiva para contribuir a 
una mayor protección  de derechos constitucionales. De esta manera se insistirá en el adecuado 
funcionamiento de esta garantía, y mejora, además evitaremos confusión, esclareciendo esta ley 
dentro del sistema jurídico. 
Y como existe controversia por su proceso, aplicabilidad, y sobre todo resultados  notificamos la 
pertinencia de la acción extraordinaria de protección con el  debido proceso y la  administración de 
justicia  del  país se estudió la interposición de la Acción Extraordinaria de Protección en  los 
trámites de las causas legales y verificamos la compatibilidad con nuestro sistema legal para 
garantizar que la seguridad jurídica no sea afectada y que la sociedad ecuatoriana sea beneficiada 
puesto que el presente proyecto conlleva a que no sufran perjuicio a quienes se les hubiere 




5.2 Objetivos  
5.2.1 Objetivo  General  
Propender a que la Acción Extraordinaria de Protección  sea eficaz y efectiva planteando una  




5.2.2 Objetivo Específico 
 Analizar la coherencia y pertinencia de la acción extraordinaria de protección con el  
debido proceso y la  administración de justicia  del  país. 
 
 Conocer y determinar la pertinencia de la interposición de la acción Extraordinaria de 
protección en  los trámites de las causas legales. 
 
 Verificar la compatibilidad de la acción extraordinaria de protección con nuestro sistema 















5.3 Ubicación sectorial y física  
En la ubicación sectorial nuestro estudio se hizo dirigido hacia la Ciudad de Quito, y para ser más 




La legislación ecuatoriana se rige a todo el territorio nacional. Y como en  nuestra Constitución de 
la República del Ecuador, nos menciona según el  artículo número cuatro lo siguiente: 
 
Art. 4.- El territorio del Ecuador constituye una unidad geográfica e histórica de dimensiones 
naturales, sociales y culturales, legado de nuestros antepasados y pueblos ancestrales. Este territorio 
comprende el espacio continental y marítimo, las islas adyacentes, el mar territorial, el Archipiélago 
de Galápagos, el suelo, la plataforma submarina, el subsuelo y el espacio supra yacente continental, 
insular y marítimo. Sus límites son los determinados por los tratados vigentes. 
El territorio del Ecuador es inalienable, irreductible e inviolable. Nadie atentará contra la unidad 
territorial ni fomentará la secesión. La capital del Ecuador es Quito. El Estado ecuatoriano ejercerá 
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derechos sobre los segmentos correspondientes de la órbita sincrónica geoestacionaria, los espacios 




5.5 Características de la parroquia 
Como en si la Ciudad de Quito es grande y nuestro estudio se dirigió hacia la misma, pero se 
especifica a la Parroquia de Cotocollao.  
Cotocollao es una parroquia urbana de la ciudad de Quito, una de las 33 que conforman la capital 
de Ecuador. Está ubicada al noroeste de la urbe, entre El Condado (norte), La  
Concepción (sur), Ponceano (este) y Cochapamba (oeste). El uso del suelo en Cotocollao es 




Los beneficiarios de un proyecto son las personas que obtendrán algún tipo de beneficio de la 
implementación del mismo. Se pueden identificar dos tipos de beneficiarios: Directos e indirectos. 
5.5.1.1 Beneficiarios directos 
Los beneficiarios directos son aquéllos que participarán directamente en el proyecto, y por 
consiguiente, se beneficiarán de su implementación. Así, las personas que estarán empleadas en el 
proyecto, que los suplen con materia prima u otros bienes y servicios, o que usarán de alguna 
manera el producto del proyecto se pueden categorizar como beneficiarios directos 
Demandante o demandado de algún caso penal, que solicite la Acción Extraordinaria de Protección. 
 
 5.5.1.2 Beneficiarios indirectos 
 
Los beneficiarios indirectos son, con frecuencia pero no siempre, las personas que viven al interior 
de la zona de influencia del proyecto. (Dependiendo de la facilidad de acceso a la misma), Los 
beneficiarios indirectos de una vía de acceso pueden incluir a todos los habitantes de las 
comunidades ubicadas en un área cercana a la misma.  
Así como aquéllos que viven en este caso en la Ciudad de Quito en si a todo el país Ecuador, ya que 
la ley rige para todo el territorio nacional. 
 
5.6 Factibilidad 
Al realizar esta investigación sobre la Eficacia y Efectividad de la Acción Extraordinaria de 
Protección de casos penales si es viable, además es posible cumplir con los objetivos planteados a 
propender a que la Acción Extraordinaria de Protección  sea eficaz y efectiva, a comprender el 
artículo 94 de la Constitución Política del Ecuador, a identificando los factores que inciden 
negativamente a esta ley, y efectuar un análisis de casos penales mediante una determinación exacta 
para mejorar este procedimiento legislativo. 
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Respecto a la Ciudad de Quito, existen claramente casos que solicitaron la Acción, y donde se 
ventila que carece de eficiencia y efectividad ya que son muy pocos los casos que la Corte 
Constitucional ha aceptado. Además que estudiamos la compatibilidad de esta acción con nuestra 
legislación, y pudimos dar una propuesta de mejora.  
En la parte técnica el desarrollo del tema de investigación es viable  a través de la encuesta, que 
consiste en preguntar de manera directa y libre a los actores sociales que se encuentran involucrados 
en casos penales que han solicitado esta garantía AEP,  concretamente se han elaborado o diseñado 
diez preguntas.   
 
Legalmente el estudio de la Eficacia y Efectividad de la Acción Extraordinaria de Protección  es 
viable, porque existen elementos suficientes que amparan y respaldan la investigación; contamos 
con la Constitución que la acogió en el 2008, LOGJCC, COIP; suficiente doctrina y jurisprudencia. 
 
5.6.1 Factibilidad Interna 
Como verificaron anteriormente si existe viabilidad,  por lo que sí se pudo observar  las falencias y 
enmiendas que carece la normativa correspondiente ya que va dirigido potencialmente a la parte 
judicial para que mejore la administración de justicia, se respete el debido proceso, y si se solicita la 
Acción Extraordinaria de Protección sea eficiente. 
 
5.6.2 Factibilidad Externa 
Es decir externamente nos basaríamos hacia todo el país, si existe factibilidad ya que la normativa o 
legislación rige hacia todo el territorio ecuatoriano, y  si se da mejoras para la administración de 


















El Pleno de la Corte Constitucional 
 
CONSIDERANDO: 
Que, la Constitución de la República, publicado en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre de 
2008, en su artículo 429 establece que la Corte Constitucional es al máximo órgano de control, 
interpretación y administración de justicia en esta materia; 
 
Que, se encuentra en vigencia la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, publicada en el Registro Oficial No. 52 del 22 de octubre de 2009; 
 
Que, el numeral 8 del artículo 191 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, confiere al Pleno de la Corte Constitucional la facultad de expedir, interpretar y 
modificar, a través de resoluciones, los reglamentos internos necesarios para el funcionamiento de 
la Corte Constitucional; 
 
Que, el Pleno de la Corte Constitucional para el período de transición de conformidad con la 
Undécima disposición Transitoria de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional dictó  el Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 
Constitucional, publicado en el Registro Oficial No. 27 del 10 de febrero del 2010. 
 
Que, la Primera Corte Constitucional el Ecuador fue posesionada en sus funciones el día 6 de 
noviembre de 2012, de conformidad con los artículos 434 de la Constitución de la República y 183 
de la Ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y control Constitucional; 
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Que, para la eficaz aplicación de los principios y reglas establecidas en la Constitución y en la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es necesario que la Corte 
Constitucional  cuente con la interpretación constitucional atiende a los requisitos de admisibilidad 
de la acción extraordinaria de protección; 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales expide la siguiente Resolución: 
 
A continuación del Artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional modifíquese el artículo enumerado:  
 
PRIMERO.- Cuando la acción extraordinaria de protección fuere interpuesta contra sentencias o 
autos definitivos en los que se ha violado  por acción u omisión derechos reconocidos en la  
Constitución y sea inadmisible, no se rechace de manera total cuando falte algún requisito de ser 
este el caso. Sino más bien, den un tiempo estimado para entregar lo faltante. Es decir sea 
susceptible de apelación. 
 
SEGUNDO.- La presente Resolución surtirá para todas las causas que se encuentren en 
conocimiento de la Sala de Admisión en funciones, a partir de esta fecha y sin perjuicio de su 
publicación en el registro Oficial. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en el Distrito metropolitano de san Francisco de Quito, a los 15 días el mes de noviembre 
2014. 
 
Dr. Patricio Pazmiño Freire    Dr. Jaime Pozo Chamorro  







5.7.1 Fases del proyecto 
Gráfico 16. Fases del proyecto 
 
 
















5.8 Cronograma de actividades 
Tabla 1. Cronograma 
 
MESES    FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO JULIO 
SEMANAS    1   2     3      4   1      2      3     4     1    2     3    4  1    2   3    4  1    2     3    4    1   2    3    4 
Elaboración del protocolo del plan                                                  
Aprobación  del plan                                                 
Recopilación bibliográfica                                                 
Encuestas, entrevistas, observación                                                 
Levantamiento de la información                                                 
Análisis de la información                                                  
Propuesta                                                 
Elaboración del primer borrador                                                 
Revisión de borrador                                                 
Elaboración final                                                 
Empastado, anillado                                                 
Revisión y defensa                                                 
 




Tabla 2. Presupuesto 
PRESUPUESTO DEL DESARROLLO DE LA TESIS 
DETALLE DE LAS ACTIVIDADES VALORES 
Derechos y certificados  40,00 





Viáticos  150,00 
Tramites final de  graduación 50,00 
Imprevistos 10% 132.09 
Total 1.644,09 






El impacto que tuvo el estudio analítico fue de carácter social y jurídico ya que tuvo un 
acercamiento hacia la ciudadanía por el interés en la Constitución, el acercamiento hacia personas 
que están incursas en una Litis que solicitaron la AEP.  
Mismas que ratificaron en realidad que carece de eficacia y efectividad y que se buscó una solución 




Analizando y evaluando a esta tesina podemos observar que si se pudo connotar las 
falencias jurídicas que existen,  la carencia de eficacia y efectividad se verifico en donde 
existen puntualmente, como incidió esta acción durante estos casi seis años en nuestro 
Estado, como repercute a la ciudadanía, de qué manera fluye, o, no en su mayoría como se 
hizo de acuerdo al estudio emitido por la Corte Constitucional, además de buscar una 
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